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Presentación

Es muy grato presentar la evaluación del Acuerdo específico para el fortalecimiento de la capacidad 
institucional de la CDI para la construcción de políticas públicas con perspectiva de género para los 

pueblos indígenas, el cual se planteó con el objetivo de sistematizar los resultados y documentar las 
buenas prácticas, así como los aprendizajes de cuatro años de trabajo entre la Comisión Nacional para 
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) y la Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de 
Género y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU Mujeres). Al mismo tiempo, contribuye a la rendición 
de cuentas sobre el papel que desempeñan las diversas instancias que forman parte de este proceso. 
 La evaluación fue realizada por el Instituto Nacional de Salud Pública (INSP) y contribuye a do-
cumentar la unión de mandatos interinstitucionales encaminados a erradicar las brechas de desigualdad 
de género de las mujeres indígenas, cuyas organizaciones son un referente fundamental para el logro de 
la democracia incluyente y la igualdad sustantiva. Otro elemento importante es el reconocimiento de las 
mujeres indígenas como agentes de cambio en un contexto que marca como principales retos el acceso 
a la justicia, la superación de la marginación política, económica, social y cultural, y el reconocimiento 
de la autonomía y el territorio. 
 Los ejes del proyecto responden al marco legal nacional e internacional con respecto a los de-
rechos humanos de las mujeres y de los pueblos indígenas. La Convención para la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) pone énfasis en que las 
condiciones de pobreza, inequidad social y violencia contra las mujeres son factores que interfieren con 
el pleno ejercicio de los derechos humanos. En el año 2012, el comité de la CEDAW emitió recomen-
daciones al Estado Mexicano para adoptar las medidas necesarias a fin de asegurar la participación de 
las mujeres indígenas en todos los ámbitos y para erradicar la pobreza, el analfabetismo y las múltiples 
formas de discriminación que han sido el principal obstáculo para el ejercicio pleno de los derechos 
humanos de las mujeres indígenas. Asimismo, reconoce el avance en materia legislativa al ratificar los 
tratados internacionales sobre derechos humanos y otorgarles rango constitucional. 
 Por su parte, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indí-
genas, además de establecer la identidad cultural como un componente clave para la interculturalidad, 
incorpora los derechos de las mujeres indígenas en miras a la igualdad al interior de sus comunidades y 
su relación con el Estado. 
 En México se hablan más de 62 lenguas indígenas; las regiones indígenas se conforman por 
una superficie equivalente a la quinta parte del territorio nacional.* De acuerdo con el Censo General 
de Población y Vivienda 2010, el total de población indígena es de 11 132 562; de esta cifra, las mu-
jeres representan poco más de la mitad, es decir, 5 663 237.‡ Por su parte, la Encuesta Nacional sobre 
Discriminación en México (ENADIS) 2010 registra que la discriminación es el principal problema que 
reporta la población perteneciente a algún pueblo indígena (20%), seguido por la pobreza (9%), la falta 
de apoyos del gobierno (9%) y la barrera lingüística (7%).§

 Hoy se reconoce que la diversidad cultural es, además de un derecho fundamental de las pobla-
ciones humanas, un valor agregado para la promoción del desarrollo local y una fuente de riqueza para 
la convivencia nacional y global. 

* Programa Universitario México Nación Multicultural. La riqueza que aportan los pueblos indígenas. Consultado en http://www.
nacionmulticultural.unam.mx/acervo/libro/lib_009/I_1.htm
‡ CDI. Sistema de Indicadores sobre la Población Indígena de México con base en: INEGI Censo General de Población y Vivienda, 
México, 2010.
§ CONAPRED. Encuesta Nacional sobre Discriminación en México/ ENADIS 2010. México, 2012.
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En los últimos años, los cambios en el ámbito legislativo y político han creado nuevas condicio-
nes en las relaciones que tradicionalmente se establecían entre el gobierno y los pueblos indígenas, así 
como entre estos últimos y la sociedad en su conjunto. Además del reconocimiento legal, se ha acordado 
la urgencia de generar políticas públicas que aceleren un cambio estructural hacia la igualdad sustantiva 
y el reconocimiento y la inclusión de los pueblos indígenas en el desarrollo sostenible. 
 El cambio de enfoque en las políticas de Estado se ha dado en el marco de los instrumentos in-
ternacionales y del diálogo en los mecanismos sobre los derechos de los pueblos indígenas. Hoy es impe-
rativo armonizar el marco normativo nacional con los compromisos firmados por el gobierno mexicano 
en el ámbito internacional, e insertar la perspectiva de género y de interculturalidad en los programas de 
desarrollo. 
 El cumplimiento del marco normativo y la ampliación de oportunidades para las mujeres indí-
genas fueron los principios que orientaron la alianza entre ONU Mujeres y la CDI para la realización de 
un proyecto conjunto con mujeres indígenas iniciado en 2008, con los siguientes componentes: 

a) Fortalecimiento de las Casas de la Mujer Indígena, las cuales surgieron como iniciativa piloto y que 
actualmente son parte de una política pública en el Programa de Acciones para la Igualdad de Gé-
nero con Población Indígena (PAIGPI). 

b) Desarrollo de capacidades de las mujeres indígenas para fortalecer su capacidad de incidencia y 
participación política, a través del Diplomado para Fortalecer el Liderazgo de Mujeres Indígenas, im-
plementado por la Universidad Nacional Autónoma de México, a través del Programa Universitario 
México Nación Multicultural y el Centro de Investigaciones Interdisciplinarias en Ciencias y Huma-
nidades. En las cuatro emisiones del diplomado han egresado un total de 105 mujeres indígenas, 82 
provenientes de México y 23 de Guatemala, Honduras, Panamá, Bolivia y Nicaragua. 

c) Fortalecimiento de las redes de mujeres indígenas, con el objetivo de acompañar procesos de inci-
dencia y asegurar que sus prioridades sean incluidas en políticas, programas y presupuestos nacio-
nales, así como en la toma de decisiones de foros internacionales relevantes. La Alianza de Mujeres 
Indígenas de Centroamérica y México, así como el Foro Internacional de Mujeres Indígenas son las 
organizaciones aliadas para la ejecución de actividades de este componente. 

Estos tres ejes forman parte del PAIGPI, institucionalizado en 2011, el cual se convierte en la materializa-
ción de una política pública que transversaliza la perspectiva de género en la CDI con enfoque intercul-
tural. La experiencia de trabajo fue presentada por ONU Mujeres y la CDI como una buena práctica en 
el marco de la Décima Sesión del Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas de la ONU, realizada 
en mayo de 2012, por ser una iniciativa construida mediante diálogo abierto entre el Estado, las organi-
zaciones de mujeres indígenas, la academia y el acompañamiento de ONU Mujeres, para fortalecer los 
procesos de autogestión de las mujeres indígenas en sus territorios. 

La alianza interinstitucional ha contribuido a abrir puertas a las mujeres, especialmente a las 
indígenas y jóvenes, y al fortalecimiento de sus capacidades para liderar y participar en cada esfera de 
su vida como un prerrequisito para la igualdad de género. Cerrar las brechas en el ejercicio del liderazgo 
y la participación entre hombres y mujeres –y entre mujeres– es una tarea urgente, reconocida como un 
aspecto clave del proceso de desarrollo humano de las sociedades y como exigencia fundamental de una 
democracia efectiva, una democracia en la cual la mitad de la población sea agente activo.
 Reiteramos la necesidad de continuar el diálogo para el mejoramiento de las políticas y del mar-
co legal para que los resultados se traduzcan con mayor fuerza en el buen vivir de las mujeres indígenas, 
el buen vivir en términos de igualdad en el ámbito político, social, económico y cultural.

Ana Güezmes García
Representante de ONU Mujeres y directora regional para México,

Centroamérica, Cuba y República Dominicana
Mauricio Hernández Ávila

Director General del Instituto Nacional de Salud Pública
Nuvia Magdalena Mayorga Delgado

Directora General de la Comisión Nacional 
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas



En el año 2004, organizaciones de mujeres indígenas de 
Centroamérica y México, en diálogo con las agencias de 

Naciones Unidas establecidas en México, definieron una 
agenda de trabajo para promover los derechos de las mujeres 
indígenas en la región. Como resultado de este proceso, en 
2008, se estableció un convenio de colaboración entre las or-
ganizaciones de mujeres indígenas, ONU Mujeres (en ese en-
tonces Unifem) y la Comisión Nacional para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas (CDI), institución del Estado mexicano 
que tiene a su cargo el diseño y ejecución de las políticas pú-
blicas para los pueblos indígenas. La estrategia de operación 
quedó plasmada en el Programa de Acciones para la Igualdad 
de Género con Pueblos Indígenas. Esta iniciativa impulsó un 
proceso de empoderamiento de las mujeres indígenas, con 
base en los siguientes ejes de trabajo:
• El fortalecimiento de las redes de mujeres indígenas, a 

través de la construcción de una plataforma subregional 
denominada la Alianza de Mujeres Indígenas de Centro-
américa y México.

• La creación del Diplomado para el fortalecimiento del lide-
razgo de mujeres indígenas en México y América Latina.

• La creación del Modelo Participativo de Atención a la 
Violencia y la Salud Reproductiva en Zonas Indígenas, 
que dio lugar a las Casas de la Mujer Indígena (CAMI). 

En un periodo de cuatro años, en un caminar complejo, los 
procesos han avanzado y cosechado logros tales como: 
• La institucionalización, a partir de un presupuesto asig-

nado por parte del Gobierno federal, del Programa de 
Acciones para la Igualdad de Género en los Pueblos In-
dígenas, con cobertura nacional e internacional.

• La visibilización de las mujeres indígenas, de su capa-
cidad de liderazgos autónomos y de incidencia en las 
políticas internacionales a través del fortalecimiento de 
la Alianza.

• La transmisión, creación de nuevos saberes y formaliza-
ción del Diplomado para los liderazgos de las mujeres 
indígenas en el espacio de la Universidad Nacional Au-
tónoma de México (UNAM). Esta iniciativa fortaleció a 
la universidad y generó procesos formativos en México 

Resumen ejecutivo

y América Central. Asimismo, el diplomado se convirtió 
en reservorio de saberes ancestrales y potenció el ámbito 
de construcción y ejecución de mejores políticas públi-
cas para los pueblos originarios a partir de la creación 
de un círculo virtuoso: la formación de lideresas permite 
una mayor participación de las comunidades indígenas 
que, a su vez, enriquece a las políticas públicas lo cual 
impacta positivamente en las condiciones para el ejer-
cicio de la ciudadanía indígena y en una mayor partici-
pación. Por último, respondió a los requerimientos del 
Fondo Indígena de las Naciones Unidas que catapulta 
las acciones regionales en el ámbito internacional.

• La interacción entre el diplomado y la Alianza permitió 
un proceso de comunicación intergeneracional, fortale-
ció la transdisciplinariedad y la coordinación de accio-
nes entre los gobiernos de México y los países de Améri-
ca Central. 

• La puesta en operación de las CAMI, que lograron el re-
conocimiento y valoración de los capitales culturales de 
las comunidades indígenas. Las CAMI han permitido un 
mejor acceso y atención a la violencia contra las mu-
jeres indígenas y a sus necesidades de salud sexual y 
reproductiva, con base en una perspectiva de género e 
interculturalidad. 

• La construcción de procesos basados en el ejercicio de 
la ciudadanía y la gobernanza, lo cual logró ser consi-
derado como una buena práctica en el Foro Permanente 
para las Cuestiones Indígenas de las Naciones Unidas 
(UNPFII) y en su sesión ordinaria denominada Empode-
ramiento de las mujeres indígenas. 

Esta evaluación da cuenta de las fortalezas y debilidades de 
cada uno de los procesos, presenta elementos estratégicos 
y las líneas articuladoras que dieron origen y orientaron un 
programa sistémico que, desde diferentes espacios, fomentó 
la construcción de la ciudadanía de las mujeres indígenas. 
Resulta importante señalar que la iniciativa partió de las dis-
cusiones en torno a la problemática de y por las mujeres indí-
genas; es decir, tuvieron como punto de partida el respeto a la 
perspectiva de las mujeres indígenas y de sus organizaciones.
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El programa se enmarcó en los principios de los 
derechos humanos, en especial en los derechos de los pue-
blos indígenas y los derechos de las mujeres. Ello implicó 
incluir el enfoque de género, de la diversidad cultural, el en-
foque intergeneracional, de desarrollo comunitario y territo-
rial. Partió de la premisa de que cuando el marco concep-
tual y los enfoques están claramente definidos, las alianzas 
se potencian, los avances se articulan mejor y pueden tener 
mayor sostenibilidad.
 Una buena práctica del programa fue la interacción 
entre tres niveles de acción política: la internacional, a través 
de la Alianza y su incidencia en la construcción de políticas 
públicas para las mujeres indígenas; la integración de un es-
pacio de encuentro, de formación académica, de construc-
ción de proyectos comunitarios, subregionales o globales, y 
de reflexión que significó el diplomado; y el de las acciones 
concretas en torno al acceso a servicios de salud y justicia 
realizada en las CAMI. Con la articulación de estos tres ni-
veles de acción, las mujeres indígenas lograron organizarse 
como ciudadanas con derechos y obligaciones que deman-
dan, exigen y proponen las condiciones para el ejercicio de 
sus derechos individuales y colectivos, a pesar del contexto 
de discriminación y paternalismo que ha marcado su historia. 
En forma paralela, el programa facilitó que las instituciones 
académicas fortalecieran la discusión teórica, la generación y 
difusión de nuevos conocimientos desde una perspectiva de 
género y de multiculturalidad dentro de la UNAM; diálogo 
con el cual esta institución fortaleció sus planes y programas 
de estudio. El programa también potenció las funciones de 
las agencias de las Naciones Unidas al resguardar, integrar 
y convertir los conocimientos generados en un bien público, 
coadyuvar al fortalecimiento de la sociedad civil, representa-
da por las mujeres indígenas y sus organizaciones; dio apoyo 
y asistencia técnica al Estado mexicano en su relación con 
esta población y garantizó los derechos de los pueblos indí-
genas y de las mujeres. Asimismo, la participación del Esta-
do mexicano en el ámbito internacional se vio fortalecida al 
aglutinar las iniciativas regionales y fomentar el intercambio 
de conocimientos entre las diferentes organizaciones de mu-
jeres indígenas, de etnias diversas y entre las lideresas de Cen-
troamérica y El Caribe.
 En síntesis, la continua e innovadora presencia de 
las mujeres indígenas como agentes directas del programa, 
ha fortalecido el campo de las políticas públicas, la docencia, 
el acceso a los servicios, los procesos de liderazgo, atención 
a la violencia y a la salud sexual y reproductiva.
 Para el equipo evaluador, el éxito en los procesos de 
incidencia política y las acciones concretas de este programa 
en los niveles descritos se debe a que se basó en las capacida-
des y las potencialidades de las mujeres indígenas y no en sus 
carencias. De igual forma, al conjuntar los activos colectivos 
de los pueblos, de las organizaciones de mujeres indígenas o 
mixtas y de las instituciones académicas, logró la promoción 
de acciones por y hacia las comunidades indígenas desde la 
perspectiva de sus derechos políticos, sociales y culturales, 

dejando de lado los paradigmas paternalistas, caritativos o 
de asistencialismo que históricamente han acompañado las 
iniciativas hacia este sector de la población.
 Para el Gobierno mexicano y para las agencias de 
Naciones Unidas, concretamente para ONU Mujeres, este 
programa presenta una magnífica oportunidad para mostrar 
una buena práctica que puede escalarse y replicarse en otros 
contextos y en otros pueblos.

Antecedentes

En 2008, ONU Mujeres (antes Unifem) y la Comisión Nacio-
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) firma-
ron un acuerdo interinstitucional con el objetivo de fortalecer 
la capacidad de la CDI para promover el pleno ejercicio de 
los derechos de las mujeres indígenas a través de políticas 
públicas con enfoque de género y de interculturalidad. Las 
principales actividades iniciadas en 2008 por el Programa de 
Acciones para la Igualdad de Género con Pueblos Indígenas 
fueron: a) el diseño de un modelo de atención a los derechos 
sexuales y reproductivos de las mujeres indígenas, con én-
fasis en su derecho a vivir una vida libre de violencia; b) la 
construcción de los liderazgos de las mujeres indígenas; c) el 
fortalecimiento de las capacidades para la incorporación del 
enfoque de género en el ámbito institucional de la CDI; d) 
el diseño de la metodología para la implementación de una 
consulta a las mujeres indígenas; y e) el fortalecimiento de las 
redes de mujeres indígenas. 

Una segunda fase de este acuerdo se suscribió en el 
mes de julio de 2009, dándole continuidad a las actividades 
iniciadas en 2008. El programa resultado de este convenio se 
implementó en un plazo de 26 meses, con base en la necesi-
dad de consolidación de las actividades iniciadas en la agen-
da de trabajo que las organizaciones de las mujeres indígenas 
propusieron al Sistema de las Naciones Unidas en México. 
Se definieron dos ejes prioritarios de fortalecimiento: 1) de 
las capacidades institucionales de la CDI para transversalizar 
la perspectiva de género en políticas y programas; y 2) de los 
procesos organizativos y de incidencia política de las mujeres 
indígenas. 

Dada la importancia del convenio, para ONU Mu-
jeres fue indispensable una evaluación* que permitiera va-
lorar y sistematizar las actividades realizadas, con particu-
lar énfasis en la consolidación de los procesos iniciados en 
2008. Este ejercicio posibilita el análisis de las buenas prácti-
cas en relación con los resultados y permite evaluar el aporte 

* La evaluación es una valoración, lo más sistemática e imparcial posible, de 
una actividad, proyecto, programa, estrategia, política, tópico, tema, sector, 
área operativa, desempeño institucional (a los que se les llamará “interven-
ciones”). Incide principalmente sobre los logros esperados y alcanzados, exa-
minando la cadena de resultados, los procesos, los factores contextuales y la 
causalidad, a fin de entender los logros y la falta de los mismos. Su objetivo es 
determinar la relevancia, el impacto, la efectividad, la eficiencia y la sostenibi-
lidad de las intervenciones y contribuciones de las organizaciones del Sistema 
de Naciones Unidas (UNEG, 2005).
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* Un cuadro comparativo de estas convenciones se incluye en el anexo 1.

de las organizaciones involucradas, reconocer las estrategias 
de mayor efectividad, distinguir los principales obstáculos e 
identificar los principales retos a futuro. 

La evaluación, propuesta por ONU Mujeres, se en-
marca en un enfoque de protección de los derechos humanos 
desde un paradigma argumentativo de carácter principalista 
que enfatiza: a) la universalidad de estos derechos; b) la im-
portancia del rol del Estado como garante de los derechos 
humanos; c) la prioridad de los derechos respecto de otros 
objetivos social y políticamente valiosos; y d) la indivisibili-
dad de los derechos humanos en su conjunto.1

Asimismo, se retoman los principios rectores de la 
Convención contra la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1979), así como 
de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Convención de 
Belén do Para, 1994), principios que fueron ratificados por el 
Gobierno mexicano y que han sido instrumentos útiles para 
el desarrollo de programas, leyes y políticas públicas estatales 
y nacionales para la atención de la violencia contra las mu-
jeres. La perspectiva de este documento se enmarca también 
en el cumplimiento de acuerdos y políticas internacionales 
sobre derechos de los pueblos indígenas, tales como la Re-
unión de Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Salud (Winnipeg, 
1993), el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes (OIT, 2005), el Decenio de Pueblos In-
dígenas (OPS), la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas (2007), entre otros.*

La situación de los pueblos indígenas y el 
marco de las políticas públicas en México

El Programa de Acciones para la Igualdad de Género con 
Pueblos Indígenas se desarrolla en un contexto caracteriza-
do por una marcada desigualdad social entre la población 
indígena y la mestiza. En la población indígena, las mujeres 
presentan mayor rezago respecto a los hombres, entre otras 
razones, porque en ellas se expresa una triple discriminación: 
por condición étnica, de género y de clase. Algunos datos 
sobre salud de las mujeres indígenas reflejan claramente esta 
situación; por ejemplo, la cuarta causa de muerte en mujeres 
indígenas es la desnutrición proteico-calórica (4%), superior 
a la de los hombres indígenas (2.6%) y a la de la población 
general mexicana (1.5%).2

La mortalidad materna, en tanto que problema de 
salud pública que expresa las condiciones de desigualdad de 
la población, se triplica en los municipios que son mayo-
ritariamente indígenas en relación con los municipios que 
tienen pre sencia indígena más baja (PNUD, 2010). En zonas 
indígenas de Guerrero, estado que más casos registra, la tasa 
es de 104 muertes maternas por cada 100 mil nacidos vivos, 
en contraste con la tasa en el contexto nacional, que es de 53 

por cada 100 mil nacidos vivos.3 Así, estas cifras se traducen 
en un riesgo de morir al ser madres tres veces mayor entre las 
indígenas respecto a las mujeres del resto del país.2 
 Estos datos, al igual que otros muchos sobre salud 
de las mujeres indígenas en particular, evidencian las difíciles 
condiciones de vida a las que se enfrentan, contexto en el 
que es común la falta de servicios básicos, de infraestructura, 
y de recursos económicos, entre otros.4 
 Chiapas, Guerrero, Oaxaca y Puebla son cuatro es-
tados de la República mexicana que concentran la mayor pro-
porción de población indígena del país. En estas comunidades, 
además de mortalidad materna, se reconocen otros problemas 
de salud como desnutrición, anemia, enfermedades intestina-
les, infecciones respiratorias, tuberculosis y cáncer cervicoute-
rino.5 Estos problemas de salud llegan a agudizarse e incluso, a 
ser causa de muerte, porque la cobertura y acceso institucional 
de servicios ha sido insuficiente para atender estas necesidades 
de los pueblos indígenas, debido, entre otras razones, a barre-
ras geográficas, económicas y culturales.4 
 Desde sus orígenes, el Estado mexicano ha busca-
do una mayor integración de la población indígena al resto 
de la sociedad. Estas perspectivas de integración han sido 
seriamente cuestionadas, debido sobre todo al desconoci-
miento de la riqueza de la cultura indígena en sí misma, lo 
que a su vez ha implicado la imposición de formas cultura-
les ajenas a la cultura indígena y ha justificado su extinción. 
Las estrategias para llevar a cabo este plan integrador han 
variado en los últimos cincuenta años: las políticas dirigidas 
a los indígenas han oscilado entre la negación, el paterna-
lismo y el clientelismo. 
 El Instituto Nacional Indigenista (INI) fue creado en 
1948. En su momento se consideró como un avance en la 
política indigenista del país. Lo cierto es que con su funda-
ción, las entidades gubernamentales no se preocuparon por 
atender directamente a la población indígena en la imple-
mentación de sus programas debido a que se consideraba 
que esto era competencia exclusiva del INI. Ello generó un 
centralismo en las políticas y programas dirigidos a la pobla-
ción indígena del país. A finales de los años setenta, se creó el 
IMSS-Solidaridad, cuyo objetivo fue atender a los pobres en 
17 estados de alta marginación. Este programa llegó a cubrir 
2.4 millones de indígenas, cifra equivalente a 25% de solida-
riohabientes amparados por el programa.6

En la década de los noventa, el Gobierno mexicano 
implementó una serie de programas de lucha contra la pobre-
za. Estos programas, si bien no se dirigen específicamente a la 
población indígena, terminan atendiéndola porque esta po-
blación se ubica en los estratos de mayor pobreza del país.*

Sin embargo, una característica que se observa en 
estos programas es que ignoran las condiciones sociales y de 
identidad cultural de las poblaciones indígenas, ya que en su 
diseño no se toma en cuenta la diversidad cultural de las po-

* Entre estos programas se encuentra Progresa, hoy Oportunidades.
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blaciones indígenas del país: las estrategias se implementan 
como si las poblaciones fueran homogéneas. 

A partir de diversos movimientos indígenas, el dis-
curso político de los últimos sexenios volvió la mirada a la 
población indígena y declaró su atención como una priori-
dad nacional. Así, en la administración 2000-2006 se creó 
la Coordinación de Salud y Nutrición de los Pueblos Indíge-
nas en la Secretaría de Salud. En 2003, la Comisión Nacional 
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) retomó las 
funciones del INI. Es la CDI quien propone e implementa el 
Programa de Acciones para la Igualdad de los Pueblos Indí-
genas. Este programa enmarca acciones tales como el apoyo 
a la Alianza de Mujeres Indígenas, el diseño y puesta en mar-
cha del diplomado para la formación de liderazgos de muje-
res indígenas y las CAMI, que tienen como propósito mejorar 
las condiciones de vida de la población femenina indígena a 
partir del disfrute de sus derechos a la salud, sexuales y re-
productivos, y a una vida libre de violencia. Específicamente, 
las tareas que llevan a cabo las CAMI tienen como eje rector 
el Modelo Participativo de Atención a la Salud Sexual y Re-
productiva y a la Violencia de Género en Mujeres Indígenas 
(Guía Mínima del Modelo Participativo, s/f).
 Otro eje político importante para este programa ha 
sido el de las políticas públicas nacionales para la atención 
y erradicación de la violencia contra las mujeres, marco en 
el cual se promulga, el 1º de febrero de 2007, la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
(LGAMVLV). Esta ley se reforzó posteriormente en 2011 con 
la reforma al artículo 1º constitucional,* donde se señala la 
obligatoriedad de salvaguardar los derechos humanos de to-
das las personas, como se describe más ampliamente líneas 
adelante. La creación de la LGAMVLV contribuyó a contar 
con un instrumento jurídico con disposiciones y condiciones 
legales que permiten brindar garantías para la seguridad e 
integridad física de las mujeres, un desarrollo igualitario entre 
mujeres y hombres y garantizan el ejercicio de la libertad de 
las mujeres en todo el territorio nacional. Esta disposición es 
obligatoria para los tres órdenes de gobierno. El artículo 48 
de la LGAMVLV asigna al Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES) la facultad de monitorear los proyectos y pro-
gramas que realizan las dependencias de la Administración 
Pública Federal y las Instancias de Mujeres en las Entidades 
Federativas (IMEF), que tengan como propósito la atención 
a víctimas en cualquier nivel de atención. Estas tareas van 
desde los servicios especializados de los refugios hasta la 
consultoría; impulsar la creación de unidades de atención y 
protección a las víctimas de violencia prevista en la ley; ca-
nalizar a las víctimas a programas reeducativos integrales que 
les permitan participar activamente en la vida pública, priva-
da y social; promover y vigilar que la atención ofrecida en las 
diversas instituciones públicas o privadas sea proporcionada 

por especialistas en la materia, sin prejuicios ni discrimina-
ción alguna, y con perspectiva de género.
 Como respuesta a la LGAMVLV, en abril de 2007 se 
crea el Sistema Nacional para Prevenir, Atender, Sancionar y 
Erradicar la Violencia Contra las Mujeres (SNPASEVCM), una 
de cuyas funciones es articular a todos los órganos de gobier-
nos federal y estatal responsables de la atención a las mujeres 
en situación de violencia.
 El Gobierno federal también ha impulsado, a través 
de la Secretaría de Salud, diversas políticas públicas para aten-
der las consecuencias físicas y emocionales de la violencia, 
tanto en el agresor como en la víctima. En 1999 publicó la 
Norma Oficial Mexicana (NOM-190-SSA1-1999), misma que 
actualizó en 2005, NOM-046-SSA2-2005, Violencia Familiar, 
Sexual y Contra las Mujeres. Igualmente, los criterios para la 
prevención y atención, para establecer los criterios a observar 
en la detección, prevención, atención médica y orientación 
en materia de violencia familiar y sexual que se proporciona 
a las y los usuarios de los servicios de salud, y en particular 
a quienes se encuentren involucrados en situaciones de vio-
lencia familiar o sexual. Asimismo, elaboró cinco Protocolos 
para Atención Psicológica de Mujeres que Viven en Situación 
de Violencia Familiar y de Género, y actualizó el Manual de 
Operación del Modelo Integrado de Prevención y Atención 
de la Violencia Familiar y Sexual, para su difusión en unida-
des operativas de salud (Informe del Gobierno mexicano en 
la XXVI Reunión Especializada de la Mujer del MERCOSUR, 
Montevideo, Uruguay, 9-11 de noviembre de 2011).
 Las políticas públicas, como la mencionada en rela-
ción con la atención a la violencia, constituyen importantes 
esfuerzos para combatir legalmente la discriminación hacia 
las mujeres y tienen como marco articulador los derechos 
humanos que promueven la igualdad entre la humanidad. 
 En México, una de las reformas constitucionales 
más trascendentes en esta materia ha sido la incorporación 
del sistema de los derechos humanos como eje rector de la 
Constitución mexicana, cuyo artículo 1º actualmente dice:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas 
gozarán de los derechos humanos reconocidos en 
esta Constitución y en los tratados internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte; así como de las 
garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que esta Constitución establece (Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2013).

Esta reforma fortalece las exigencias de las organiza-
ciones de mujeres respecto a la igualdad de oportunidades ya 
que el artículo 1º señala la obligatoriedad de cumplir los con-
venios internacionales suscritos por el Gobierno mexicano.

Así, las políticas públicas e instituciones focalizadas 
en la atención de la población indígena, el marco legal contra 
la violencia hacia las mujeres y las organizaciones dedicadas 
a combatirlas se han visto potenciados con esta reforma al 
garantizar la observancia de los derechos humanos de todas 

* La reforma se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio 
de 2011.



 RESUMEN EJECUTIVO        13

las personas y al proponer la erradicación de cualquier forma 
de discriminación.*

En este marco político, legal e institucional, el Pro-
grama de Acciones para la Igualdad de Género con Pueblos 
Indígenas busca articular el trabajo institucional de la CDI 
con las propuestas de organizaciones de la sociedad civil y 
de las acciones que se lleven a cabo por y para las mujeres 
indígenas, vinculando también a las delegaciones estatales 
de la CDI. Su plataforma política es la Alianza, y el espacio 
de formación de cuadros es el diplomado. Las CAMI, por su 
parte, son los espacios concretos que, con base en el llamado 
Modelo Participativo que las rige, llevan a cabo acciones con 
enfoques de género y con reconocimiento de la intercultura-
lidad, es decir, con respeto a las características y necesidades 
de los grupos indígenas participantes. El modelo busca con 
ello preservar y promover los derechos humanos de los y las 
indígenas y reconocer la autonomía de sus pueblos para re-
solver problemáticas que los aquejan. De esta manera, las 
CAMI son espacios físicos, financiados por la CDI, que bus-
can prevenir y mitigar los efectos de la violencia y garantizar 
los derechos a la salud, sexuales y reproductivos de las mu-
jeres indígenas al brindar información, asesoría y acompaña-
miento a sus usuarias y al facilitarles el acceso a los servicios 
de salud y de justicia locales. En su organización participan 
representantes de grupos organizados de la sociedad civil y 
mujeres indígenas capacitadas para brindar:
• Capacitación desde una perspectiva de género y multi-

culturalidad
• Difusión de los derechos en su región
• Identificación y canalización de casos relacionados con 

el acceso a los servicios de salud, salud materna y pe-
rinatal, salud reproductiva, prevención y mitigación de 
daños a mujeres víctimas de la violencia de género

• Gestión de recursos
• Participación en la toma de decisiones o elaboración de 

políticas locales con una perspectiva de género y enfo-
que multicultural

Sobre la evaluación

Como parte de la evaluación de las acciones llevadas a cabo 
en el marco del acuerdo de colaboración celebrado entre 
CDI-ONU Mujeres a partir de 2008, este trabajo se inscribe 
en el campo de investigación de los sistemas de salud, cuyo 
enfoque es interdisciplinario y vinculado al uso de los resulta-
dos de investigación en las políticas y las prácticas de salud.7

En este sentido, el enfoque de gobernanza, gobernabilidad e 
igualdad en la salud colectiva, son ejes fundamentales para 
entender las políticas públicas que ha impulsado el Gobierno 

mexicano, dado que implican acciones colectivas llevadas 
a cabo por la CDI, en coordinación con otros actores de la 
sociedad civil y organismos internacionales, y por ONU Mu-
jeres, instancia que busca el empoderamiento de las mujeres 
indígenas de la región.
 Autores como Graham, Bruce y Promptle8 definen 
a la gobernanza como “los procesos de acción colectiva que 
organizan la interacción entre actores, la dinámica de los 
procesos y las reglas de juego (informales y formales) con 
las que una sociedad toma e implementa sus decisiones, y 
determina sus conductas”. Siguiendo el marco de análisis de 
la gobernanza, esta evaluación centra su atención en la des-
cripción de los procesos, de las estrategias desarrolladas por 
los actores involucrados y su vinculación con el Programa de 
Acciones para la Igualdad de Género con los Pueblos Indí-
genas, que forman parte de las llamadas “reglas del juego” 
de la gobernanza. Por ello se destacan los testimonios de las 
personas que han jugado un rol importante en la toma de de-
cisiones, de aquellas que intervinieron en las propuestas, de 
las que operan su desarrollo, así como de las organizaciones 
de mujeres indígenas y de las lideresas que han participado 
en el desarrollo del convenio. 
 Se propuso evaluar tres componentes que forman 
parte sustancial del acuerdo antes mencionado: a) el forta-
lecimiento de las redes de mujeres indígenas (la Alianza de 
Mujeres Indígenas de Centroamérica y México); b) el fortale-
cimiento de los liderazgos de las mujeres indígenas (el Diplo-
mado para la formación de líderes indígenas de la UNAM), 
y c) el Modelo Participativo de Atención a la Violencia y la 
Salud Reproductiva en Zonas Indígenas, implementado a tra-
vés de las Casas de la Mujer Indígena (CAMI).

Metodología de la evaluación

Se propusieron diferentes estrategias metodológicas para 
responder al objetivo general y a los particulares planteados 
para esta evaluación. La primera fue una revisión documental 
que permitió conocer los compromisos asumidos por ONU 
Mujeres con la CDI, así como el contexto de los mismos. A 
partir de esta primera etapa de revisión documental, se pro-
puso un abordaje cualitativo, el cual se implementó a través 
de entrevistas semiestructuradas a informantes clave de cada 
uno de los componentes; a saber: la Alianza de Mujeres Indí-
genas (Alianza), el diplomado de la UNAM para la formación 
de liderazgos de mujeres indígenas (diplomado) y las Casas 
de la Mujer Indígena (CAMI).

Las entrevistas fueron realizadas siguiendo una guía 
que se elaboró de manera inductiva y que se fue modificando 
a partir de la informante a entrevistar. Para su análisis, las en-
trevistas se transcribieron y transformaron a un formato com-
patible para ser trabajadas con el apoyo del software para 
análisis cualitativo Atlas TI 6.2. Este software permite organi-
zar la información en categorías analíticas, definidas por el 
propio equipo investigador, a fin de generar reportes de salida 
con la información etiquetada y clasificada, lo que, además 

* El artículo 1º también señala: “Queda prohibida toda discriminación moti-
vada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las prefe-
rencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de 
las personas” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2013).
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de sistematizar este proceso, facilita el siguiente paso, que es 
la interpretación de los resultados. Para cada componente se 
propuso un listado de códigos que se agruparon en categorías 
analíticas más generales.

De esta manera, para conocer y analizar las activi-
dades y procesos llevados a cabo por la Alianza, se estableció 
contacto con: 
• Líder actual de la Alianza (México)
• Primera líder de la Alianza (Nicaragua)
• Integrante del Foro Internacional de la Mujer Indígena 

(Guatemala)
• Líder y fundadora de la Alianza (Foro Permanente 

para las Cuestiones Indígenas de las Naciones Uni-
das, Nicaragua)

• Líder joven (México)
• Personal de ONU Mujeres (México) 

En las entrevistas a estas líderes, el equipo de investigación 
identificó como categorías analíticas centrales: 

El proceso histórico de la Alianza.1. 
La articulación de la Alianza con Centroamérica y 2. 
México.
La Alianza y su vinculación con el diplomado.3. 
Vinculación de la Alianza con las CAMI.4. 
Mecanismos de recambio de líderes para la participa-5. 
ción política.
Las buenas prácticas. 6. 
Logros de la Alianza.7. 
Retos de la Alianza.8. 

Para explorar los procesos del diplomado se llevaron a cabo 
entrevistas con:
• Lideres de la Alianza y de la Cátedra Indígena Itinerante 

(quienes además de pertenecer al comité coordinador 
del diplomado, son docentes del mismo), de la CDI, de 
la UNAM y de ONU Mujeres.

• Egresadas del diplomado. 
• Personal directivo de organizaciones a las que pertenecen 

las mujeres que han participado en los diplomados.

Las entrevistas semiestructuradas se realizaron siguiendo la 
misma estrategia metodológica que para el componente de 
la Alianza.
 Para las entrevistas con egresadas, el foco de aten-
ción se situó en el impacto del diplomado en la formación de 
liderazgo, su capacidad de incidencia en su ámbito de traba-
jo y en sugerencias para mejorarlo. Con las personas de nivel 
directivo de las organizaciones que han enviado mujeres al 
diplomado, la exploración se centró en la opinión sobre los 
cambios observados en la capacidad de liderazgo y los bene-
ficios que la capacitación de una de sus miembros ha tenido 
para la organización.
 Las categorías analíticas centrales de las entrevistas 
para el diplomado fueron: 

Los orígenes y los objetivos del diplomado. 1. 
Los procesos: lecciones aprendidas y cambios que ha 2. 
tenido el diplomado desde su inicio en aspectos organi-
zacionales, académicos y financieros.
Las buenas prácticas.3. 
Los logros. 4. 
Los factores facilitadores.5. 
Los retos que tiene para el futuro, tanto en términos de 6. 
sustentabilidad política y financiera como académica. 
Las recomendaciones y sugerencias para mejorar el im-7. 
pacto del diplomado en la incidencia política de quienes 
lo toman.

Para el componente de las CAMI, se realizaron las siguientes 
entrevistas:
• Mujeres que han participado en el proceso político de 

construcción del Modelo Participativo de Atención a la 
Violencia y la Salud Reproductiva en Zonas Indígenas, 
reconocidas como informantes clave.

• Coordinadoras generales o de áreas específicas en las 
CAMI.

• Asesoras de organizaciones de la sociedad civil que 
acompañan a las CAMI.

• Autoridades de la Secretaría de Salud.
• Académica del Ciesas.

Se visitaron las CAMI de Monterrey en Nuevo León, Chalchi-
huitán en Chiapas y Matías Romero en Oaxaca. La elección 
de estas CAMI, así como la definición de informantes clave 
se hizo a partir de la revisión documental y de una entrevista 
a integrantes de ONU Mujeres y la Coordinadora Colegiada 
de las CAMI, conformada por la Coordinación Nacional de 
Mujeres Indígenas, Foro Internacional de Mujeres Indígenas, 
Kinal Antzetik, AC; GEM, AC; GIMTRAP, AC; CEIICH, PUMC 
y la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos 
Indígenas (CDI). Posteriormente se fueron identificando nue-
vas informantes a partir de las entrevistas con mujeres de la 
Alianza y el diplomado. Esto permitió configurar un esquema 
más completo de distintos actores involucrados en los proce-
sos de nuestro interés. 
 Las entrevistas semiestructuradas a coordinadoras y 
asesoras se llevaron a cabo de manera directa en cada una 
de las CAMI seleccionadas y las entrevistas a las informantes 
clave se realizaron con el apoyo tecnológico de la plataforma 
Skype. Tanto la guía de entrevistas como el manual de codifi-
cación giraron en torno a las siguientes categorías analíticas: 

Características principales del Modelo Participativo de 1. 
Atención a la Violencia y la Salud Reproductiva en Zo-
nas Indígenas (Modelo Participativo).
El proceso de las CAMI a través de las acciones, actores 2. 
y negociaciones que han sido importantes para avanzar 
en la construcción de una política pública con pers-
pectiva de género e interculturalidad dirigida a mujeres 
indígenas. 
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Estrategias relevantes, donde se resaltan los logros del 3. 
Modelo Participativo y las capacidades fortalecidas en 
los distintos actores involucrados en el proceso.
Las buenas prácticas, que abordan la articulación de ac-4. 
tores o instituciones y acciones concretas del modelo.
Los obstáculos o barreras políticas, administrativas o cul-5. 
turales a las que se ha enfrentado el modelo en el proce-
so de implementación y las estrategias para hacer frente 
a estos obstáculos. 
Las oportunidades de fortalecimiento que se reconocen, 6. 
los retos del modelo y las necesidades específicas de ca-
pacitación identificadas.

En el cuadro 1 se presenta el resumen de las informantes en-
trevistadas para la evaluación de los tres componentes. 
 El análisis de la información recopilada se presenta 
a continuación en forma de resultados agrupados en aparta-
dos que describen procesos, sintetizan testimonios, significa-
dos y prácticas de las informantes y actores clave involucra-
dos en el Programa de Acciones y de sus tres componentes. 

Cuadro 1. Informantes clave, septiembre-octubre 2012

CLAVE DE LA ENTREVISTA LUGAR DE ORIGEN COMPONENTE 

Informante Alianza 1 Santa Cruz del Quiché Guatemala Alianza

Informante Alianza 2 Nicaragua Alianza

Informante Alianza 3 México Alianza, diplomado y CAMI

Informante ONU Mujeres 4 México Alianza, diplomado y CAMI

Informante Alianza 5 Pueblo indígena de Miskitu, de Waspam, Río Coco. 
Región Autónoma Atlántico Norte en Nicaragua

Alianza y diplomado

Informante Alianza 6 México Alianza y diplomado

Informante ONU Mujeres 7 México Diplomado

Informante UNAM 8 México Diplomado

Informante CDI 9 México Diplomado

Informante egresada del diplomado 10 Nicaragua Diplomado

Informante egresada del diplomado 11 Bolivia Diplomado

Informante egresada del diplomado 12 México Diplomado

Informante egresada del diplomado 13
Informante egresada del diplomado 14
Informante egresada del diplomado 15

México
México
México

Diplomado
Diplomado
Diplomado y CAMI

LUGAR DE TRABAJO

Informante clave 16 CAMI México, DF CAMI

Informante clave 17 CAMI México, DF CAMI

Informante clave 18 CAMI México, DF CAMI

Informante clave 19 CAMI México, DF CAMI

Informante clave 20 CAMI México, DF CAMI

Informante CAMI 21 Matías Romero, Oax. CAMI

Informante CAMI 22 Matías Romero, Oax. CAMI

Informante CAMI 23 Matías Romero, Oax. CAMI

Informante CAMI 24 Matías Romero, Oax. CAMI

Informante CAMI 25 Monterrey, NL CAMI

Informante CAMI 26 Monterrey, NL CAMI

Informante CAMI 27 Monterrey, NL CAMI y diplomado

Informante CAMI 28 San Cristóbal de las Casas, Chis. CAMI

Informante CAMI 29 Chalchihuitán, Chis. CAMI

Grupo focal CAMI 1 Diverso CAMI

Grupo focal CAMI 2 Matías Romero, Oax. CAMI

Fuente: Evaluación del Acuerdo de Colaboración CDI-ONU Mujeres 2012.





Características generales

La Alianza de Mujeres Indígenas de Centroamérica y Méxi-
co es una organización social cuya función es proporcionar 
una plataforma de visibilización y acción para las indígenas 
en el contexto local, nacional e internacional. Para ello, las 
primeras gestoras de la Alianza se dieron a la tarea de partici-
par activamente en los foros internacionales que abordaban 
los temas de las mujeres indígenas. Así, en 2004, después 
de una serie de reuniones dispersas, se hicieron visibles en 
la tercera sesión del Foro Permanente para las Cuestiones 
Indígenas de las Naciones Unidas, que tuvo como preám-
bulo el 4º Encuentro Continental de Mujeres Indígenas. A 
partir de allí plantean una interlocución con la CDI que da 
lugar a su conformación formal como Alianza de Mujeres 
Indígenas en 2004.

Los significados de la participación política

Con el fin de promover la participación de las mujeres indíge-
nas en espacios de toma de decisiones y su visibilización en 
foros nacionales e internacionales, la Alianza ha construido 
un concepto específico de participación política. Los princi-
pales puntos de apoyo de este concepto de participación se 
pueden sintetizar en siete procesos concatenados:
• Formación profesional de liderazgos para incidir en las 

políticas públicas que involucran a las mujeres indíge-
nas. Este proceso se llevó a cabo a través del diploma-
do para mujeres indígenas impartido desde 2009 en la 
UNAM (ONU Mujeres, 2011).

“La Alianza siempre insistió mucho en no perder el 
espíritu de un diplomado centroamericano a pesar de 
que estamos aquí en México, porque sentimos que les 
ayuda a crecer a todas las participantes […], porque 
en esta misión del diplomado mismo se trabaja mu-
cho en el proceso histórico de la lucha de los pueblos 
indígenas, de los liderazgos de mujeres, se conocen 
las redes de mujeres indígenas que hay, cuáles son sus 
estrategias de lucha […]. Se trata de que las jóvenes no 
crean que empiezan de cero […]. Entonces ha resulta-
do mucho una mirada generacional […], sino que ha 

Resultados
La Alianza de Mujeres Indígenas  
de Centroamérica y México

sido una demanda tanto de jóvenes como de mayores” 
(informante Alianza 3).

• La construcción y uso de los espacios de debate nacio-
nal e internacional desde la voz de las mujeres indígenas, 
apartando las posturas paternalistas donde otros actores 
políticos no indígenas hablaban en su nombre. En esos fo-
ros se lideran procesos propios de las mujeres indígenas: 

“Un liderazgo que genere un proceso de autonomía de 
pensamiento, de autonomía en las acciones, autono-
mía en las alianzas. Que no sean condicionadas ni por 
instituciones, ni por los hombres de nuestras organiza-
ciones, ni por fundaciones; es decir, en una capacidad 
distinta de relaciones y de cabildeo y de acuerdos” (in-
formante Alianza 3).

• La discusión de las necesidades de las mujeres indígenas 
desde la perspectiva de sus derechos: 

“Ya no ser objetos de estudio, sino sujetos de derecho 
[…], para hacer una mayor participación y poder hacer 
mayor acción comunitaria, y donde no sólo sean las 
traductoras de la academia. Nosotras, en el camino, 
hemos venido haciendo cosas con académicas, pero 
con aquellas que también entienden que nosotras que-
remos protagonizar nuestros propios procesos […]; no 
hablamos de vernos solamente visibles y adornarnos 
en los eventos, sino de tener esa identidad plasmada 
en los procesos: desde que hacemos compilaciones 
juntas, desde que hacemos libros juntas; todo ese re-
conocimiento mutuo entre académicas e indígenas, 
y la colaboración mutua de ida y vuelta” (informante 
Alianza 3).

• La construcción de espacios de diálogo centrado en la 
solución de los conflictos por la vía pacífica que permita 
la denuncia de las violaciones a sus derechos:

“No estamos nosotras dispuestas a callar nada de lo 
que pase adentro de las comunidades o de las organi-
zaciones que limitan la lucha de las mujeres. Nosotras 
siempre tratamos de dialogar adentro, de visibilizar el 
problema y de pronto no todo mundo está de acuerdo, 
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porque hay muchas mujeres indígenas que dicen que 
no hablemos de eso, que afecta a los pueblos y enton-
ces el Gobierno… Tampoco podemos callar cosas, ir a 
mesas de diálogo con el Gobierno, si hay violaciones 
de mujeres indígenas, nosotras hacemos ese tipo de 
interlocución con otras organizaciones, participamos 
en la denuncia del caso” (informante Alianza 3).

• La vinculación entre las necesidades locales y el espacio 
internacional. Ello ha implicado que el concepto de par-
ticipación política planteada por la Alianza fortalezca la 
discusión y acciones que preserven y defiendan los de-
rechos de los y las indígenas en todo el mundo. Implicó 
también la interlocución con grupos de mujeres indíge-
nas de todo el mundo, en especial el planteamiento de 
planes de acción con mujeres de América Central.

• La articulación con lo global, lo cual implicaba el riesgo 
de perder de vista el ámbito local. Para ello, la Alianza 
desarrolló una estrategia de preservación de sus valores 
locales a partir de la transmisión de éstos entre genera-
ciones. Esta estrategia ha sido también retomada en el 
diplomado para la formación de líderes, como se explica 
más adelante: 

“La forma como se organiza la Alianza se deriva tam-
bién de la cosmovisión indígena, que tiene mucho 
respeto por las mayores y donde cada quien tiene su 
lugar. Es otro concepto de espacio y edad; eso contri-
buye, si no lo define, por lo menos contribuye” (infor-
mante ONU Mujeres 4).
“La Alianza es un caminar colectivo entre jóvenes y 
mayores. Nosotras estamos claras acerca de que he-
mos ido construyendo todas, este acompañamiento ge-
neracional. Eso ha sido muy importante: en el proceso 
mismo las jóvenes que se fueron intercalando vieron 
la necesidad de una plataforma propia y en esa plata-
forma participan muy bien porque somos todas respe-
tuosas de los liderazgos diversos que hay” (informante 
Alianza 3).

• Esta necesidad de vincular las acciones locales con las 
globales lleva a una forma de participación política in-
clusiva, más cercana a las organizaciones civiles que a 
los partidos políticos. Se necesitaba de la interlocución 
entre indígenas y los llamados procesos mixtos, es decir, 
interlocución con la población mestiza:

“Nosotros durante muchos años no queríamos hablar 
de participación política, sólo de liderazgo, porque 
siempre había una como aversión al proceso electoral. 
Muchas estábamos claras acerca de que la participa-
ción política no era partido político, ni era una cues-
tión electoral. Era mucho más amplio, sobre todo para 
aquellas que venimos de procesos mixtos, donde el es-
fuerzo y la lucha ha sido más férrea para posicionarse 

también, para hacernos respetar a la par de los compa-
ñeros en una lucha colectiva” (informante Alianza 3).

Para llevar a cabo esta idea de participación política, la Alian-
za utiliza varias estrategias que funcionan como soportes para 
su acción: el financiamiento a través de la CDI, la articula-
ción en redes, su vinculación con organizaciones estatales 
y de la sociedad civil, la incidencia en la construcción de 
programas y políticas públicas para enfrentar los problemas 
más urgentes del mundo indígena y la formación de nuevos 
cuadros a través de un diplomado.

La articulación entre las instituciones, las 
redes, los derechos y el diplomado

Articular lo global/local ha implicado acciones de vincula-
ción con actores estatales y sociales diversos. Un núcleo fun-
damental para las acciones de la Alianza ha sido el trabajo 
conjunto con la CDI que ha proporcionado financiamientos 
y una plataforma institucional, aprovechada por la Alianza, 
para convertirla en un espacio de interlocución internacio-
nal, a pesar de sólo tratarse de una instancia del Gobierno 
mexicano: 

“La articulación [de la Alianza] ha logrado visibilizar 
el proceso en un rango regional e internacional porque 
hay una limitación en cuanto a la CDI, ya que las or-
ganizaciones institucionales del Estado mexicano pues 
no tienen proyección internacional, es un trabajo que 
está adscrito a los territorios y a los estados de la Repú-
blica mexicana” (informante ONU Mujeres 4).

La Alianza mantiene entonces diferentes procesos para vincu-
lar lo local con lo global; entre ellos destacan:
• Su vinculación con Centroamérica. Allí participan dife-

rentes dependencias federales y estatales, ello sin per-
der el vínculo cercano con líderes en sus comunidades. 
Además, la acción conjunta ha permitido la creación de 
redes regionales en Centroamérica: 

“Nosotras también promovemos esto como FIMI y 
[como] red, y nos abocamos tanto con la Alianza como 
con las del Sur y la Alianza Continental; también hay 
representación de la Alianza Continental en México 
[…]. Ahora hay cuatro redes de mujeres indígenas, te-
nemos la Alianza abarcando México y Centroamérica, 
tenemos el Enlace Continental de Mujeres Indígenas, 
con algunas mujeres de Centroamérica que forman 
parte del Enlace, tenemos una red de mujeres indíge-
nas sobre biodiversidad, que trabaja específicamente 
el tema de biodiversidad, y hay una red de mujeres en 
guaraní que se conformó en el último año, que todavía 
están bastantes desvinculadas, diríamos, de las otras 
redes […], pero ya están comenzando a articularse” 
(informante Alianza 4).
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• Reconocimiento de la diversidad de necesidades en 
sus acciones y discursos; por ejemplo, el diálogo con 
mujeres de Guatemala, Nicaragua y El Salvador ha enri-
quecido el análisis de la violencia de la guerra y la mi-
litarización, expandiendo los temas y acciones de la 
participación política:

“Las compañeras hablan de los efectos que la guerra 
ha dejado en sus vidas; ellas, por ejemplo, aparte de 
todo, están hablando de participación política, traen el 
tema de sanación espiritual, no solamente del cuerpo 
[sino] de la persona” (informante Alianza 3).

• El cambio del discurso de la satisfacción de necesidades 
a partir de la petición de los derechos. Las acciones de 
vinculación en el ámbito internacional hicieron necesa-
rio abordar temas que atañen a todas las mujeres, pero 
que en el caso de las mujeres indígenas se vuelven ur-
gentes debido a las condiciones inequitativas en las que 
se desenvuelven sus etnias. Estos temas son la salud re-
productiva, la mortalidad materna y el acceso a medios 
de comunicación: 

“El derecho a la salud sexual y reproductiva fue uno 
de los temas fuertes también por todo el trabajo que 
traíamos muchas organizaciones en [relación con la] 
mortalidad materna, la prevención de la mortalidad 
materna y que hoy llamamos salud materna […]. En 
ese entonces también el acceso a los medios de comu-
nicación era un tema importante que teníamos [para] 
la plataforma internacional” (informante Alianza 3).

• Una participación más democrática, distinta del pater-
nalismo, que erradique situaciones de subordinación y 
evite el neocolonialismo: 

“La Alianza está logrando una vinculación horizontal, 
o sea aquí verdaderamente hay una eliminación de la 
subordinación y del paternalismo con respecto a las 
mujeres indígenas, ellas son quienes se representan a 
sí mismas, ellas son las que han orientado la agenda 
de trabajo y quienes han articulado el programa” (in-
formante Alianza 3).

Las buenas prácticas 

La exploración con lideresas de la Alianza arrojó un sinnúme-
ro de ejemplos de buenas prácticas. Entre éstas destacamos:
La importancia del registro documental de sus experiencias, 
tanto de las experiencias de las lideresas originales de la 
Alianza, como de la nueva generación de mujeres que se han 
incorporado a la participación política. 
• La rotación de lideresas con base en sus áreas de conoci-

miento. La especialización en gestión política, en formula-
ción de programas comunitarios y comunicación se ha ido 
especializando si comparamos con la época de inicio de la 
Alianza, y ello genera una mayor capacidad en estas áreas.

• La descentralización de las tareas que ya no sólo llevan 
a cabo las líderes originarias de la Alianza, sino que se 
han difundido de forma vertical, es decir, a través de las 
nuevas generaciones de mujeres y de forma transdisci-
plinaria, por la apertura a la profesionalización. 

• La incorporación de mujeres indígenas de diferentes paí-
ses, a través de becas y ayudas para participar en eventos 
internacionales ha constituido una buena práctica de so-
lidaridad internacional. 

• En todas estas buenas prácticas, las actividades realiza-
das dentro del diplomado para mujeres indígenas han 
tenido un papel central, por lo que la fundación, admi-
nistración y respaldo a este espacio de producción y re-
producción de conocimientos han sido buenas prácticas 
por parte de la Alianza.

Los logros

Estas buenas prácticas tuvieron resultados que pueden agru-
parse en dos ejes: 1) sistematización de acciones que coadyu-
van a la articulación de proyectos diferentes, y 2) democrati-
zación de los liderazgos.

Sistematización de acciones que articulan proyectos 

• Las acciones de la Alianza pusieron en contacto a dife-
rentes naciones, lograron conjuntar lo regional con lo 
comunitario; significan una experiencia de superación 
individual para las mujeres que la lideran y permiten el 
desarrollo de nuevos temas y enfoques teóricos. El regis-
tro de acciones y estrategias que se llevaron a cabo, en 
forma de publicaciones, son actividades que ya forman 
parte del proceso de participación política, de las estra-
tegias de difusión y empoderamiento de la Alianza. Esta 
incorporación forma parte de la articulación con Centro-
américa y entre los niveles regionales y comunitarios: 

“Fue bueno contar con mujeres indígenas de fuera de 
la región, aunque hubiese mayoría de mexicanas. O 
sea, desde la región se tiene la idea de que en México 
todo es perfecto y que el manejo del tema de pueblos 
indígenas es excelente […], pero el hecho de tener 
compañeras de otras experiencias […] ayuda a ese 
diálogo de saberes entre las estudiantes, y también le 
ayuda al Gobierno de México a escuchar lo que se está 
haciendo en otros países para manejar el tema de pue-
blos indígenas” (informantes Alianza 6 y 7).

• La diversidad de los conocimientos de las mujeres que 
participan en la Alianza y las capacidades que han de-
sarrollado en el diplomado han enriquecido las discu-
siones, los proyectos, las acciones que realiza la Alianza 
y han fortalecido su presencia internacionalmente. Esa 
lección aprendida es parte ahora de las fortalezas de la 
Alianza y se ha constituido en una estrategia de partici-
pación política: 
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“Ahora la Alianza manda siempre líderes distintas, no 
siempre está mandando a una, siempre manda a las 
expertas en cada una de sus disciplinas. Esto lo hemos 
vivido de forma muy interesante el año pasado cuan-
do tuvimos otra reunión sobre el enlace continental en 
México. Lo lideró una persona de Morelos que tiene 
mucha relación también con la Alianza; aunque ella 
trabaja la otra iniciativa” (informante Alianza 4).

• La importancia de la articulación de proyectos para la 
permanencia de participación política es otro logro de 
la Alianza. Los proyectos viables y financiados permiten 
la incidencia política en las comunidades o regiones, y 
además garantizan la participación de más mujeres indí-
genas, creando un círculo virtuoso para la sustentabili-
dad de la Alianza. Para ello se ha planteado que las par-
ticipantes en el Diplomado presenten un proyecto para 
su trabajo comunitario a partir de una guía de trabajo, la 
cual posteriormente formará parte de los proyectos su-
pervisados de la Alianza.

• Articulación entre autoridades e inclusión de prácticas 
ancestrales para enfrentar la violencia, las asimetrías de 
género y la militarización de las zonas rurales de México 
y Centroamérica. Las prácticas ancestrales, donde con-
vergen autoridades de los grupos indígenas y funciona-
rios públicos locales, han permitido enfrentar el miedo, 
el dolor, la muerte o las desapariciones forzadas y por 
ello forman parte del concepto de participación política 
desarrollado por la Alianza. Es lo que en el universo de 
las mujeres indígenas se conoce como la sanación: 

“Es urgente y muy necesario establecer contacto con 
autoridades ancestrales, con autoridades de Estado, 
con organizaciones de mujeres indígenas pequeñas 
en donde puedan articular una estrategia para la pre-
vención de la violencia y la sanación para las mujeres 
violentadas” (informante Alianza 4).

Democratización de los liderazgos

• La Alianza ha logrado que el aporte individual no se 
centralice en una sola persona y con ello se eviten fenó-
menos ligados al cacicazgo en un contexto donde esta 
práctica de control ha sido históricamente reproducida.

• Además de constituir el espacio de formación de cuadros 
para la participación política de las mujeres indígenas, la 
Alianza es un ejemplo de cómo llevar a cabo la institu-
cionalización de una propuesta novedosa al garantizar 
su permanencia a través de instituciones formales, como 
es el caso de la UNAM, ONU Mujeres y de la CDI. 

• El acercamiento a las instancias gubernamentales sin 
prejuicios constituyó otro logro de la Alianza, ya que 
permitió mayor incidencia política: 

“A veces tenemos prejuicios, ‘¿Para qué vamos a visitar 
el IFE?, ¿para qué vamos a visitar la Cámara de Dipu-
tados?, si todos son iguales’. Podemos tener prejuicios 
pero al final estamos formando a las compañeras para 
incidir en esos espacios que tienen que conocer. Esa 
es otra cosa que nos costó muchísimo” (informantes 
Alianza 6 y 7).

• Promoción de la presencia de las lideresas comunitarias 
en foros internacionales, lo que permitió fortalecer el 
ámbito de la política exterior e incluir las necesidades 
de las mujeres indígenas en temas de los que estaban 
excluidas.

• Desarrollo de capacidades para trabajar con otros paí-
ses, aglutinarlos en redes y propiciar la participación in-
tergeneracional y heterogénea: 

“Hemos tenido mujeres que tienen más de 30 años de 
experiencia con su comunidad y que no habían reci-
bido un tipo de capacitación como ésta, pero cuando 
tú las tienes ya enfrente, ellas han desarrollado muchas 
estrategias, articulaciones y mucho trabajo que tienen. 
Esto se debe a este diálogo intergeneracional, entre jó-
venes y mujeres maduras (informantes Alianza 6 y 7).

• El reconocimiento de las necesidades específicas de las 
mujeres indígenas. La reflexión en torno a la solución de 
sus problemas ha contribuido a enriquecer la discusión 
de la diversidad étnica y la diversidad desde la perspec-
tiva de género. La intersección entre la problemática de 
los pueblos indígenas (pobreza, estigmatización, discri-
minación, explotación, despojos y militarización) y el 
derecho a la equidad e igualdad de las mujeres ha logra-
do reabrir el debate en torno a una nueva concepción de 
la mujer dentro de la diversidad. El espacio de la acade-
mia, en ese sentido, ha recibido también los beneficios 
de esta otra buena práctica: 

“Fue una buena práctica articular dos institutos dentro 
de la UNAM, el que atiende temas indígenas y el que 
atiende temas de las mujeres; o sea, esa sinergia entre 
esos dos espacios fue importante porque se logró forta-
lecer, pero a la vez educar, dos instancias dentro de la 
UNAM: la que atiende mujeres también era importante 
que aprendiera sobre el tema de mujeres indígenas” 
(informantes Alianza 6 y 7).

• La revisión continua de las estrategias de la Alianza a par-
tir de la crítica de sus participantes ha permitido aprender 
de sus errores y plantear estrategias novedosas:

“La próxima semana ellas tendrán una reunión en Pa-
namá con el propósito también de revisar su plan estra-
tégico, hacer una parada en el camino y ver por dónde 
han avanzado y qué desafíos tienen para continuar” 
(informante Alianza 4).
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• La inclusión en el campo de las políticas públicas del 
tema de los derechos humanos, el derecho a la igualdad y 
a la participación política de las mujeres indígenas es un 
logro importante en contextos donde históricamente éstos 
no han sido reconocidos y donde las violaciones a los 
derechos se han constituido en una práctica cotidiana.

Los retos

Dada la diversidad de acciones realizadas por la Alianza, las 
tareas pendientes que enfrenta son muchas. Los testimonios 
de sus líderes dan cuenta de ellos.
• El acompañamiento para los proyectos que plantean las 

egresadas del diplomado implican acciones concretas 
para la gestión de recursos: 

“Las lideresas indígenas se sienten un poco solas en 
ese camino de la autogestión, se sienten con la necesi-
dad de un acompañamiento no solamente teórico, sino 
en el tema de tocar puertas para un financiamiento en 
los plazos que sean necesarios, porque hay temas que 
son a largo plazo y no puede haber cambios inmedia-
tos. Creo que la debilidad (de la Alianza) sería el se-
guimiento versus acompañamiento o lo que se llama 
como asesoría” (informante Alianza 3).

• La ampliación del equipo técnico, la necesidad de ma-
yores recursos, de sistematización de las experiencias de 
la Alianza, a partir de la capacitación en tecnologías en 
informática: 

“Las redes realmente se han expandido y extendido. 
Ha sido un trabajo muy intenso, muy amplio […], dis-
perso, realmente amplio, el acompañamiento también 
se complejiza […]. Falta todavía una metodología más 
institucionalizada para promover las acciones y tam-
bién registrarlas, organizarlas, sistematizarlas” (infor-
mante ONU Mujeres 4).

• Mayor financiamiento para el trabajo en redes, reflexio-
nar sobre lo que implica la exclusión y el racismo insti-
tucional para los proyectos en regiones pobres:

 “Las organizaciones de mujeres indígenas llegaron ab-
solutamente tarde a los recursos para el fortalecimiento 

de redes…, se han desarrollado […] sin recursos y con 
excesivo trabajo gratuito” (informante ONU Mujeres 4).

• Incidencia urgente en políticas, programas y acciones 
contra la violencia estructural, además de la doméstica. 
La Alianza se ve en la necesidad de actuar en la desmili-
tarización de sus territorios y en cambios del sistema de 
impartición de justicia para evitar las violaciones a los 
derechos humanos en contra de las comunidades indí-
genas en México y Centroamérica.

Recomendaciones en torno a la Alianza

La experiencia de la Alianza, el trabajo de sus lideresas 1. 
y su creación de cuadros son un capital para México y 
los países involucrados. La preservación de esta riqueza 
necesita de un programa formal y transexenal que les 
brinde continuidad más allá de los cambios políticos y 
administrativos en las instituciones que la sostienen. La 
CDI ha jugado un papel fundamental en la creación del 
nicho de reproducción de la Alianza. En ese sentido, una 
recomendación sería que la CDI continúe apoyando a la 
Alianza y genere un compromiso para estos apoyos a más 
largo plazo. 
La continuidad también debe verse reflejada en la in-2. 
serción de sus proyectos en bolsas financieras que ga-
ranticen la sustentabilidad de éstos. Una estrategia para 
lograrlo podría ser la vinculación con Sedesol, dado que 
ahora esta institución buscará apoyar proyectos comu-
nitarios productivos en lugar de ser sólo una instancia 
asistencialista.
Se hace necesario también el establecimiento de conve-3. 
nios transexenales con la UNAM para darle continuidad 
al diplomado, que es el espacio de formación de líderes 
para la alianza.
La continuidad en la articulación con Centroamérica es 4. 
otra acción que debe seguir. Los fondos de la CDI, que 
sustentan becas para que las mujeres indígenas centro-
americanas asistan al diplomado, debe seguir fluyendo 
en una práctica solidaria del Gobierno mexicano. Enton-
ces la articulación formal de la Alianza con la Secretaría 
de Relaciones Exteriores es altamente recomendable. 





Características generales 

La participación política en la Alianza, su necesidad de per-
manencia y continuidad llevó a sus promotoras a proponer, 
diseñar y operar el diplomado para mujeres indígenas. El di-
plomado es un espacio de encuentro de los saberes tradicio-
nales con los académicos, donde se transmiten, de manera 
formal, los conocimientos y discusiones de académicas indí-
genas y mestizas a mujeres en formación, generalmente más 
jóvenes. 
 Lo anterior se corrobora con la biografía de las pri-
meras promotoras de la Alianza, donde se señala que un es-
pacio importante de su formación como líderes se dio en la 
academia. De esa experiencia surge la idea de un diplomado 
que coadyuvara en la formación de nuevas líderes: 

“Yo creo que la relación con la academia que tenemos no 
es nueva, esto se concreta con el diplomado, pero antes, 
muchas mujeres veníamos haciendo ya acciones con la 
ENA [Escuela Nacional de Antropología], con la UAM 
[Universidad Autónoma Metropolitana], con el CIESAS 
[Centro de Investigación y Estudios Superiores en Antro-
pología Social], con la UNAM [Universidad Nacional 
Autónoma de México]” (informante Alianza 3).

El diplomado es la vía para la formación de nuevos liderazgos 
y de vinculación con otras generaciones y regiones: 

“Y después resulta que ahora existe una red de jóvenes 
indígenas que se ha articulado a través de ya dos años 
y medio más o menos, como un proceso necesario, 
pero natural, sin forzar la dinámica con propias líderes 
jóvenes” (informante Alianza 3).

El diplomado ha capacitado a 104 mujeres durante sus cuatro 
años de actividades: 84 mexicanas, 19 de Centroamérica y 
una de Bolivia. Ha evolucionado de acuerdo con las evalua-
ciones del cuerpo colegiado que lo coordina, mejorando y 
afinando diferentes aspectos, tales como: criterios de selec-
ción, contenidos, actividades, coordinación de las diferen-
tes instancias participantes, equilibrio entre teoría y práctica, 
entre otros.

Resultados
El Diplomado para el fortalecimiento del liderazgo
de mujeres indígenas en México y América Latina

Los procesos

Se identificaron dificultades normales, como en todo proceso 
innovador, que se han ido salvando gracias a la disponibili-
dad de las instituciones y personas: 
• Uno de los procesos más importantes ha sido la con-

certación entre la UNAM y las organizaciones indígenas 
para que la universidad encontrara formas de ajustar sus 
requerimientos de ingreso a las características de las mu-
jeres indígenas y aceptara que el conocimiento indígena 
entrara en la academia. Al principio no estaban claras 
las responsabilidades de cada institución, pero se ha ido 
afinando la comunicación entre ellas.

• Respecto a los temas, el género ha sido motivo de amplia 
discusión debido a los prejuicios mutuos que existen so-
bre el tema y por las diferentes miradas que existen, aun 
entre las mismas indígenas: la visión de las feministas 
“occidentales”, la de feministas indígenas y la de quie-
nes consideran que las dos visiones son complementa-
rias y que se deben buscar los puntos de coincidencia 
para profundizar en el conocimiento mutuo: 

“Tenemos la enorme discusión de qué entendemos por 
género desde los pueblos indígenas, cuál es la mirada 
de las mujeres indígenas sobre feminismo, si existe o no 
existe feminismo intercultural y feminismo indígena, y 
eso no lo hemos resuelto” (informante Alianza 5).

En todo caso se considera que:
“Hay maduración suficiente del tema en el diplomado 
como para trabajarlo con más seguridad en la próxima 
reunión de evaluación y con base en las discusiones 
que se den, hacer un cuaderno universitario que sirva 
de material de discusión y referencia bibliográfica” (in-
formante Alianza 5).

• En relación con los proyectos de incidencia, el hecho de 
que las participantes presenten proyectos cada vez más 
elaborados y tengan mejor capacidad para negociarlos con 
sus organizaciones –utilizando para ello una guía difundi-
da entre las participantes del diplomado del año 2012 – ha 
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facilitado que al final del curso los proyectos tengan una 
mayor viabilidad y sean retomados por las autoridades del 
nivel que corresponda y llevados a la práctica.

• Al final de cada promoción del diplomado se hace una 
reflexión para determinar qué funcionó y qué no. En di-
ciembre de 2011 se reunieron egresadas de varias gene-
raciones para evaluar, a partir de sus vivencias, el impac-
to en su desempeño como líderes y, asimismo, en su vida 
personal; este impacto, basado tanto en el intercambio 
de conocimientos como de experiencias personales, se 
describe más adelante, en el capítulo de logros. Además, 
se ha evaluado el desempeño de las egresadas a través 
de una encuesta y algunas visitas de campo. Una de las 
innovaciones más recientes, realizadas en la promoción 
del diplomado en 2012 fue la introducción de visitas de 
interlocución con autoridades que manejan la política 
pública, como la CDI, la Cámara de Diputados y el Ins-
tituto Federal Electoral. Las participantes también pudie-
ron asistir al foro internacional de “Mujeres Indígenas 
y Política” que se realizó en las mismas fechas en que 
se desarrollaba el diplomado, hacia fines de mayo en 
la Ciudad de México. Sin embargo, hace falta afinar el 
objetivo de estas actividades extramuros para evitar la 
dispersión de esfuerzos.

Las buenas prácticas

El diplomado se considera: 
“Una buena práctica de gobernanza, en donde el Esta-
do respondió a la demanda ciudadana de las lideresas 
indígenas y sus organizaciones, al adoptar un progra-
ma en el que los procesos desencadenaron resultados 
concretos para la igualdad de género, el empodera-
miento y la autonomía de las mujeres indígenas” (nota 
informativa: Buenas prácticas, mayo 2012). 

El diplomado es producto de una concatenación de buenas 
prácticas como:
• El diseño y ejecución conjunta entre el Estado mexicano, 

representado por la CDI; los movimientos de mujeres, 
representados por la Alianza, el Foro y la Cátedra Indíge-
na Itinerante; la academia, representada por la UNAM, y 
las Naciones Unidas, representadas por ONU Mujeres. 
En el diplomado cada una realiza aportaciones que se 
complementan. Las decisiones se toman por consenso 
al interior de un cuerpo colegiado del cual hacen parte 
todas las instituciones mencionadas.

• El papel preponderante de mujeres indígenas con reco-
nocido liderazgo nacional e internacional que definen el 
contenido y las formas pedagógicas de transmisión del 
conocimiento en el espacio de la docencia. Estos meca-
nismos generan horizontalidad y confianza, y refuerzan 
la identidad en las participantes: 

“Es un diálogo de saberes; es un espacio de crecimien-
to colectivo, tratamos de que las facilitadoras (todas 
indígenas) no se sientan como las que saben, sino 
como las que ayudan a organizar el aprendizaje, que 
las participantes se sientan con confianza para ir cons-
truyendo en conjunto lo que va saliendo” (informante 
Alianza 5).
“Cuando vimos a nuestras hermanas que están dando 
clase y además con mucha propiedad veías que es-
taba una compañera tuya, una hermana tuya también 
trabajando y dándote la información que correspon-
de, entonces para mí fue muy importante” (informante 
egresada del diplomado 11).

• La selección de una universidad de prestigio nacional e 
internacional como la UNAM para ser la garante acadé-
mica del diplomado, lo cual da credibilidad y certeza a 
todos los actores. Igualmente, haber involucrado a dos 
centros de la UNAM que enriquecen el diplomado des-
de sus dos perspectivas: la de género del CEIICH y la del 
trabajo multicultural del PUMC. La universidad permitió 
la adaptabilidad de sus criterios de ingreso y selección 
para dar cabida a mujeres sin formación académica. El 
diplomado llegó a reforzar lo que la UNAM hace en el 
programa México: Nación Multicultural.

“Queríamos realmente incorporar el proceso formati-
vo de las mujeres indígenas en un espacio académico 
de excelencia y que se pudiera articular en el espacio 
latinoamericano; entonces por eso es que se hizo […] 
con mucho trabajo, porque no fue fácil” (informante 
ONU Mujeres 4).

• La selección de mujeres que ya tuvieran un liderazgo 
dentro de sus comunidades y la necesidad de llegar con 
un proyecto de intervención previamente esbozado y 
acordado con su organización, lo cual se ha ido logran-
do a través de los años y con base en las evaluaciones. 
La convocatoria abierta para la selección en los últimos 
diplomados da mayores oportunidades a mujeres de or-
ganizaciones locales, aunque todavía es restrictiva, ya 
que sólo se hace a través de internet. Sin embargo, hay 
opiniones respecto a que las participantes internaciona-
les “pueden opacar a las nacionales porque vienen de 
organizaciones y movimientos más potentes y de otras 
experiencias que no pueden reproducirse” (informante 
UNAM 14).

• En relación con la interculturalidad, la heterogeneidad 
enriquece a todas las participantes y facilita el diálogo 
de saberes entre indígenas activistas y académicas, en-
tre mayores y jóvenes, entre mexicanas y no mexicanas, 
además del diálogo entre las organizaciones indígenas y 
las instituciones involucradas en el diplomado, y entre 
las diferentes culturas indígenas.
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“El hecho de tener compañeras de otros procesos orga-
nizativos de pueblos indígenas ayuda a ese diálogo de 
saberes entre las estudiantes, pero también le ayuda al 
Gobierno de México a escuchar lo que se está hacien-
do en otros países para manejar el tema de pueblos 
indígenas” (informante Alianza 5).
“En un momento nos pusieron en grupo de jóvenes, 
compañeras muy jóvenes […], y las compañeras ma-
yores y cada una tenía visiones diferentes y era muy 
bonito porque aprendimos de las personas mayores 
que en algún momento no tenían formación académi-
ca, pero que sí tenían todo un conocimiento, y ellas 
nos enseñaron, nosotros teníamos otra visión, ya que 
estudiamos en una universidad más académica” (infor-
mante egresada del diplomado 11). 
“Sirve mucho (saber) qué están haciendo los demás 
colectivos de mujeres, y ahí conocí mujeres que, en 
lo personal, me parece increíble que siendo jóvenes o 
muy adultas, como en el caso de la compañera doña 
Lidia, que yo me quedé impactada; es una persona 
de 50 o 60 años, la forma en que ella quería seguir 
haciendo cosas, yo decía yo quiero llegar a esa edad 
grande y todavía tener ese amor para trabajar para la 
comunidad, y otras chicas menores que yo, de 20 años 
y que ya empezaban todo su proceso, y era muy lindo 
ver que estas mujeres están haciendo algo desde sus 
espacios y cómo otras mujeres se están organizando” 
(informante egresada del diplomado 14).

• Involucrar a la Cátedra Indígena Itinerante aportó su ex-
periencia en la Universidad Indígena Intercultural, a su 
vez la cátedra aprendió de la experiencia del diploma-
do, y ahora el diplomado se reproduce en el contexto 
latinoamericano.

• La inclusión del tema de la espiritualidad ha sido impor-
tante tanto para la recuperación de la identidad indígena 
como para la sanación frente a vivencias individuales 
que se generan al tratar temas como la violencia y la 
identidad étnica y sexual (siempre acompañada del tema 
de derechos): 

“Hay una reafirmación de sus múltiples identidades y 
un aceptarse con sus múltiples identidades y empezar 
a lidiar con ellas para poder ejercer su liderazgo” (in-
formante Alianza 5).

• El énfasis en la participación política, en los derechos 
y las herramientas jurídicas que los respaldan fortalece 
la posición de las mujeres indígenas para presentar pro-
puestas y asumir posiciones de liderazgo.

“Me llamó la atención que algunas mujeres, cuando 
terminan su diplomado, decían: Yo quiero ser alcalde-
sa, yo quiero ser diputada” (informante egresada del 
Diplomado 14).

• La flexibilidad del programa para adaptarse a las carac-
terísticas de las mujeres que llegan cada año, así como 
al momento histórico. 

“Ningún diplomado es igual al otro; todos son diferen-
tes, porque como es un espacio de intercambio, todo 
cambia; depende de quiénes vienen y depende de la 
coyuntura de sus países en ese momento” (informante 
Alianza 5).

• La evaluación permanente para ajustar el diplomado 
tanto en términos de carga de lecturas y temas como de 
equilibrio entre teoría, práctica y tiempo libre.

“Todas las evaluaciones han implicado cambios, pero 
más esta última, que fue muy dinámica [y en la que] se 
decidió centrar el diplomado en participación política 
e incidencia; entonces se quitaron temas que ya no se 
van a ver” (informante ONU Mujeres 4).

Al respecto se han hecho cambios para disminuir la tensión y 
el cansancio por la carga académica, a pesar del interés por 
aprender.

Los logros 

A través de este diplomado, diseñado e impartido para y por 
mujeres indígenas, se ha ido construyendo un nuevo conoci-
miento indígena que trasciende el concepto de interculturali-
dad y diálogo de saberes, en temas tan importantes como el 
feminismo, los derechos y las formas de participación política 
en los diferentes niveles: internacional, nacional, regional y 
local.

El diplomado ha generado cambios en aspectos per-
sonales de las participantes, en sus capacidades de participa-
ción política y también ha tenido impacto en las instituciones 
del cuerpo colegiado. 
• Todas han aprendido: las organizaciones, las diploma-

das, las instituciones, la universidad. 
“Hemos aprendido que los procesos de desarrollo de 
capacidades transforman a las personas, pero también a 
las instituciones involucradas. En esta construcción para 
la gobernanza, se han desarrollado las capacidades de 
las mujeres indígenas, pero también de las universidades 
que han tenido que transformar sus esquemas para dar 
cabida a las mujeres indígenas y dejarse interpelar por 
los enfoques de género y de diversidad cultural. Buenas 
prácticas: aportes de las mujeres indígenas a los pro-
cesos de ciudadanía y gobernanza. Palabras de ONU 
Mujeres en el foro paralelo” (mayo 2013).
“Todos hemos aprendido y todos hemos tenido que ce-
der […], hablar del enfoque de derechos humanos y te-
ner como eje central del diplomado la declaración de 
la ONU sobre derechos de los pueblos indígenas, que 
plantea que cualquier programa educativo que tenga 
como objetivo los pueblos indígenas tiene que diseñar-
se en conjunto, entonces, también ha sido educar a la 
UNAM” (informante Alianza 5).
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• Algunos de los avances que se han podido documen-
tar en las mujeres que asistieron al diplomado son: el 
mejoramiento de la autoestima y de la confianza en su 
capacidad de ayudar a transformar; la adquisición de 
herramientas para la acción y la toma de decisiones; 
la motivación para mejorar su formación; la creación o 
ampliación de sus redes con otras mujeres y otras orga-
nizaciones; la conciencia de derechos; el reforzamiento 
de su identidad cultural; el desarrollo de capacidades 
para realizar proyectos con perspectiva de género y de 
interculturalidad y para la articulación con instituciones; 
la mayor participación política local, regional e interna-
cional; el fortalecimiento de liderazgo personal y comu-
nitario; los procesos de acompañamiento a autoridades 
comunitarias.

“La preparación te abre puertas y hace que te vean de 
otra manera, por la seguridad que muestras” (infor-
mante egresada del diplomado 13).
“Llegué al diplomado y mi visión se amplió porque no 
tenía mucha información sobre la normativa interna-
cional, cómo es que tenemos que apelar ante organis-
mos de las Naciones Unidas cuando se vulneran algu-
nos derechos, en especial el derecho de las mujeres” 
(informante egresada del diplomado 11).
“Una de las cosas que para mí hizo el diplomado fue 
darme ideas de cómo organizarme para mejorar el 
tema de comunicación con las redes que tenemos y 
con las instituciones en las que podemos hacer nues-
tras incidencias […]; fomentó mi seguridad como per-
sona y aumentó el conocimiento del proceso del tema 
de los derechos de las mujeres” (informante egresada 
del diplomado 10).
“[Aprendí que] hay que prepararnos cada vez más; 
por ejemplo, tener una carrera para seguir aportando 
a la comunidad y para influir en la familia también, 
por ejemplo, que la violencia no es buena” (informante 
egresada del diplomado 13).

• El diplomado es un proceso de construcción de nuevas 
relaciones, de posicionamientos, de planes curriculares; 
ha generado debate y reflexión acerca de temas impor-
tantes sobre los cuales hay posiciones diversas, como el 
manejo del género en pueblos indígenas y cuyas discu-
siones darán lugar a un cuaderno sobre el tema que sirva 
de referencia para el diplomado.

• La inclusión del diplomado como una política pública 
en la CDI y la asignación de un presupuesto anual eti-
quetado es un logro que permite darle sostenibilidad po-
lítica y financiera.

• La respuesta a las convocatorias del diplomado ha pues-
to en evidencia la cantidad de mujeres indígenas univer-
sitarias que existen en el país, lo cual conforma un grupo 
de mujeres con potencial para avanzar en el desarro-
llo de competencias para temas específicos, como por 
ejemplo la investigación.

• Existen numerosos ejemplos de la incidencia de las mu-
jeres egresadas en la gestión de procesos locales, nacio-
nales e internacionales.

“[Ahora] nos invitan a nosotras a participar de la for-
mulación de propuestas de ley para la Asamblea Legis-
lativa” (informante egresada del diplomado 11).

Cuadro 2. Ejemplos de incidencia de las egresadas en procesos 
de cambios locales y nacionales. México, 2012

• La introducción del enfoque indígena en la nueva ley para la juventud y 
la consecución de recurso para replicar la información en otras regiones 
(Bolivia).

• El diseño de una campaña para abatir la violencia contra las mujeres en 
Baja California.

• La participación en eventos internacionales como ponentes de la 
problemática de las mujeres indígenas.

• El acceso a cargos públicos (presidenta municipal, regidoras).
• Participación en la gestión del Instituto de Mujeres Indígenas.
• Articulación de organizaciones, por ejemplo, la red de mujeres indígenas 

jóvenes en Campeche.
• Iniciativa de trabajo sobre el tema de extracción de minerales y la minería 

en Guatemala.
• Organización de talleres en escuelas para prevención de embarazos en 

adolescentes, en San Quintín.
• Actividades de fortalecimiento de la identidad, en diferentes niveles.
• Vinculación de egresadas en espacios institucionales u organizativos, 

como la CDI y el FIMI.
• Trabajo sobre derechos humanos y laborales con jóvenes indígenas 

migrantes que trabajan como empleadas domésticas en la ciudad de 
Monterrey.

Fuente: Entrevista a informantes, proyecto Evaluación del Acuerdo de Colaboración CDI-ONU 
Mujeres 2012.

• Hay también ejemplos en el ámbito internacional: egre-
sadas del diplomado han participado en la negociación 
con el representante del Estado Vaticano sobre los dere-
chos sexuales y reproductivos de las mujeres indígenas 
y en el capítulo de las recomendaciones de la CEDAW a 
partir del informe alternativo que presentaron las muje-
res de México.

• En ese mismo ámbito internacional, el diplomado de la 
UNAM sirvió de antecedente para el Diplomado Latino-
americano que se dicta por parte del CIESAS y la Univer-
sidad Intercultural.

• El diplomado ha logrado que el saber indígena llegue a 
la universidad. Existen sugerencias para que se avance 
hacia un diálogo de saberes a partir de la interpelación 
de la academia frente a las elaboraciones conceptuales 
de las lideresas indígenas que dirigen el programa, para 
favorecer la complementariedad de los saberes, tanto en 
las discusiones conceptuales como en la elaboración de 
los proyectos de incidencia política.
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Como factores clave para el éxito del diplomado, han 
actuado:
• La fortaleza de la organización de mujeres indígenas en 

el ámbito internacional y el alto nivel educativo y políti-
co de sus dirigentes.

• Los convenios y acuerdos internacionales que promue-
ven los derechos de los pueblos indígenas y de las muje-
res en particular.

• La voluntad política de las personas que dirigen las ins-
tituciones nacionales e internacionales, como la UNAM 
(sus dos centros), la CDI y ONU Mujeres, así como el 
compromiso y entusiasmo de sus representantes en el cuer-
po colegiado.

“No cabe duda de que el liderazgo personal de cada 
persona que está ahí es también fundamental” (infor-
mante ONU Mujeres 4).

• La presencia de un centro al interior de la UNAM cuyo 
objetivo es la inclusión de los pueblos indígenas en el 
ámbito académico, y la disponibilidad de la universidad 
para escuchar nuevas propuestas y cumplir con sus prin-
cipios de ampliar la cobertura de la educación superior 
y ser incluyente.

“La sensibilidad de la institución hacia la comprensión, 
porque para eso es una universidad, para que se acep-
ten otros conocimientos, y la flexibilidad para lograr la 
adaptabilidad de sus criterios de ingreso y selección 
[respecto] a las características de las participantes” (in-
formante Alianza 5).

Los retos 

A pesar de los cambios que se hacen anualmente para mejo-
rar el diplomado en sus diferentes aspectos, aún quedan retos 
por alcanzar, como:
• Diseñar mecanismos de seguimiento a las egresadas para 

conocer el impacto del diplomado en su contexto real, 
no sólo en sus aspectos individuales, sino en cuanto a la 
organización comunitaria. Este acompañamiento es un 
reto no sólo por la heterogeneidad de las egresadas en 
términos de manejo de la tecnología, y de su contexto, 
sino por los recursos que se requieren. Conseguir tales 
recursos implica negociación con el nuevo gobierno en 
México, y en general de la Alianza con sus contrapartes 
en los diferentes países, lo cual requiere a su vez su for-
talecimiento en cada país. Para el seguimiento existen 
propuestas como la de facilitar reuniones regionales con 
las egresadas que hagan factible el encuentro.

• Disponer de indicadores de impacto del diplomado so-
bre las capacidades de liderazgo y en cuanto a lo social 
y lo político.

• Darle mayor certeza al diplomado con convenios inter-
institucionales a mediano o largo plazo, para que su 
continuidad no dependa del entusiasmo de las personas 
que lo impulsan y coordinan en este momento. Ya existe 
presupuesto etiquetado en la CDI pero falta concretar la 
nueva negociación con la UNAM e involucrar a otros 
actores globales y nacionales. 

“La UNAM ya había iniciado, a través de este programa 
(PUMC), interculturalizar a los estudiantes y la univer-
sidad, entonces podríamos decir que el curso le da más 
riqueza a lo que ya estaban haciendo en la UNAM, y 
precisamente eso es lo que le estamos planteando al 
rector, un nuevo pacto para los próximos diez años; 
en ese nuevo pacto, obviamente, (estará) el diplomado 
como componente […], respetando la participación de 
las mujeres indígenas en todas las etapas: diseñarlo, 
ejecutarlo, y evaluarlo” (informante Alianza 5).

• Diseñar estrategias para ir desarrollando las capaci-
dades de las facilitadoras indígenas, a la vez que se 
desarrollan las capacidades de las alumnas, con el fin 
de tener cada vez más mujeres indígenas con las com-
petencias y las herramientas para multiplicar, parcial o 
totalmente, los temas del diplomado y no depender de 
las asesoras externas.

• Respecto a los contenidos, existen sugerencias por parte 
de las instituciones, como darle mayor tiempo al tema 
del contexto nacional e internacional, y a la historia de 
los pueblos indígenas; trabajar el tema de salud y trabajo 
con mujeres adultas mayores y mujeres indígenas disca-
pacitadas, y ofrecerles herramientas pedagógicas y ma-
teriales para que sepan cómo reproducir la información 
que reciben, lo cual seguramente implicaría aumentar 
un par de días el tiempo del diplomado. En relación con 
este tema de los materiales se está trabajando la propues-
ta de dedicar los recursos de las memorias o relatorías a 
editar cuadernos de trabajo con un lenguaje accesible 
en cada uno de los temas, que les sirvan de herramientas 
para transmitir contenidos. También existe la necesidad 
sentida de juntar todos los materiales que se producen 
en otros países, posiblemente a través de una biblioteca 
virtual que sea de fácil acceso. 

Las sugerencias de contenido de las egresadas incluyen espa-
cios para el trabajo personal, con el argumento de que para 
producir cambios hacia afuera hay que cambiar y sanar al 
interior de cada una.

“Sí incluiría otro tema más que tuviera que ver con 
cuestiones personales, con esa parte del ser, del trabajo 
que uno está haciendo, sobre la autoestima, cuestiones 
de sanación emocional, porque sí me tocó ver muchas 
cosas de ésas con mis compañeras afuera del taller, 
me decían ¿Sabes qué?, me siento bien mal, porque 
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no me había dado cuenta de esto o de lo otro, o mi 
marido, no sabía que mi matrimonio estaba mal, por 
eso mi marido no me dejaba venir porque no quería 
que yo me supere, o cosas así. Otras chicas que tenían 
cuestiones de violencia” (informante egresada del di-
plomado 14).

• Buscar estrategias para facilitar el financiamiento para los 
proyectos de incidencia que diseñan las participantes.

• Ampliar las oportunidades para que las jóvenes puedan 
realizar prácticas en el Foro Permanente, en algunas 
agencias especializadas de Naciones Unidas, en or-
ganizaciones globales y en espacios institucionales u 
organizativos.

• Afinar la delimitación de funciones de cada instancia in-
volucrada en el diplomado para facilitar su operación.

• Buscar estrategias para la educación continua de las 
egresadas del diplomado que así lo deseen, en cuanto a 
otros temas o habilidades que promuevan su desarrollo 
continuo.

P: ¿Qué sugerencias tendrías para el diplomado? 
R: Más diplomados o nuevos módulos que complemen-
ten el diplomado inicial y le dé continuidad a la capaci-
tación para seguir avanzando y que puedan ver nuestros 
avances; que se amplíe el diplomado a los estados y que 
se amplíe la convocatoria, que llegue a todas las CAMI 
y que haya mejor difusión a través de otros medios” (in-
formante egresada del diplomado 13).

Recomendaciones en torno al diplomado

Teniendo en cuenta la evidencia de que el diplomado 1.
contribuye a fortalecer el liderazgo de las mujeres indí-
genas para el cambio, y a fortalecerlas como mujeres y 
como personas, se recomienda darle continuidad y ga-
rantizar su sustentabilidad financiera y política. 
 Ampliar la cobertura del diplomado para lograr un ma-2. 
yor número de mujeres empoderadas y capacitadas para 
incidir en las políticas, y como garantes de los derechos 
de las mujeres, y de los pueblos indígenas, dentro de sus 
comunidades y en los ámbitos nacional e internacional.
Ya que el diplomado despierta la necesidad de estudiar 3. 
más, se recomienda incrementar las oportunidades, con 
becas para las egresadas que quieran seguir estudios 
universitarios o de posgrado, incluyendo recursos que 
permitan un sistema de acompañamiento o tutoría por 
parte de lideresas indígenas consolidadas, para que no 
pierdan su identidad cultural ni su compromiso con sus 
pueblos. 
Complementar el diplomado con otras estrategias que 4. 
tengan el mismo objetivo de fortalecimiento de las capa-
cidades de las mujeres indígenas para el cambio, como 
la creación de fondos que garanticen nuevas oportunida-
des de educación continua para las egresadas, según su 
nivel de escolaridad, sus intereses y sus capacidades; por 
ejemplo, cursos de investigación operativa, con el apoyo 
de la academia y con la orientación de la Alianza, que 
les permitan profundizar en el conocimiento de sus rea-
lidades e incidir sobre ellas, y ser competitivas a la hora 
de presentar proyectos; o sobre pedagogía y estrategias 
de comunicación interculturales, lo cual sería de utilidad 
para las agencias del Estado que tienen la obligación de 
prestar servicios con enfoque intercultural, pero que no 
tienen el conocimiento para llegar adecuadamente a las 
comunidades a las que van dirigidos sus servicios (salud, 
educación, justicia, obras públicas, comunicaciones, 
agricultura, medio ambiente, entre otros).



Características generales 

El Modelo Participativo de Atención a la Violencia y a la Sa-
lud Reproductiva en Zonas Indígenas, implementado a través 
de las CAMI, forma parte del acuerdo interinstitucional entre 
ONU Mujeres y la Comisión Nacional para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas (CDI) que se firmó con el objetivo de 
fortalecer la capacidad de la CDI para promover el pleno ejer-
cicio de los derechos de las mujeres indígenas, a través de po-
líticas públicas con enfoque de género e interculturalidad. Este 
modelo se constituye como una estrategia de política pública, 
orientada al desarrollo de capacidades locales, que incorpora 
la suma de esfuerzos de los tres órdenes de gobierno, federal, 
estatal y municipal, para impulsar acciones participativas de 
atención a la violencia de género y a la salud reproductiva en 
poblaciones indígenas (Unifem, 2008; CDI, s/f). 
 El objetivo del modelo, en palabras de una infor-
mante clave es: 

“Promover sinergias comunitarias, interinstitucionales 
y multisectoriales para implementar y ejecutar accio-
nes tendientes a la promoción y el ejercicio de los de-
rechos de las mujeres indígenas con perspectivas de 
género e interculturalidad […]. La población objetivo 
son organizaciones de mujeres indígenas que trabajen 
el tema de salud sexual o el tema de violencia […]. 
La planeación, operación, seguimiento y evaluación 
de las casas se sustentan en cuatro enfoques: género, 
interculturalidad, derechos y autonomía” (informante 
clave 1 CAMI). 

El modelo pretende así articular el trabajo institucional en cuan-
to a los procesos autogestivos de las organizaciones de mujeres 
indígenas y a las organizaciones de la sociedad civil; se desarro-
lla en cuatro fases y contempla tres factores principales:

La incorporación de un grupo responsable, compuesto 1. 
por mujeres indígenas. 
El involucramiento de una organización o consultoría 2. 
local asociada que acompañe el fortalecimiento técnico 
y temático de las integrantes de la CAMI.
La operación, el seguimiento y las funciones de vincula-3. 
ción de la denominada instancia ejecutora que impulsa 

Resultados
Modelo participativo de atención a la violencia
y a la salud reproductiva en zonas indígenas

la consolidación organizativa del grupo responsable de 
la CAMI y su vinculación con otros actores relevantes 
para el proceso. 

Esquema operativo del modelo

El Modelo Participativo se implementa en cuatro fases cuyas 
características principales se describen a continuación:

Preparatoria o de instalación. Inicia con un diagnóstico regio-
nal por parte de la CDI, en el que se ubican las necesidades, 
oportunidades y posibilidades para la instalación de una Casa 
de la Mujer. Se selecciona a una organización de mujeres in-
dígenas en la región que debe enviar un proyecto-propuesta a 
la CDI. La fase de instalación concluye con la conformación 
de un grupo operativo como responsable de los trabajos de la 
CAMI por parte de una organización de mujeres indígenas y 
un local construido para instalación de la casa (CDI, s/f).

Inicial. Para esta fase se definen las siguientes acciones: trabajo 
de coordinación del equipo responsable con la organización 
civil que asesora para el acompañamiento local; elaboración 
conjunta del plan de trabajo; capacitación temática inicial y 
capacitación en aspectos operativos y administrativos; instala-
ción y acondicionamiento de la casa; difusión y presentación 
de la casa ante autoridades e instancias locales y comunitarias; 
visitas y pláticas comunitarias para difusión de la casa ante la 
población usuaria; diagnóstico participativo de la problemáti-
ca; prestación de servicios iniciales; consejería y talleres. En 
esta etapa las acciones de la casa se centran en promoción 
de los derechos sexuales y reproductivos (salud) y en una vida 
libre de violencia (CDI, s/f).

Fortalecimiento. En esta fase se lleva a cabo una evaluación 
de resultados de la fase 1 y se hacen ajustes al plan de trabajo 
de la CAMI; se hace difusión de las actividades de la CAMI 
en las comunidades y entre la población potencial usuaria 
de los servicios; se prestan servicios de consejería y atención 
especializada, y se hace una canalización inicial a instancias 
correspondientes; se prioriza la especialización del equipo 
responsable en sus temas de trabajo; se fortalece organiza-
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tivamente el equipo, así como sus liderazgos; se gestionan 
acuerdos de colaboración con autoridades y dependencias 
locales, y se buscan fuentes alternativas o complementarias 
de financiamiento; se participa en eventos especializados, y 
se promueve la articulación a redes temáticas o espacios in-
terinstitucionales (CDI, s/f). 

Consolidación. Al completar esta fase, la Casa de la Mujer 
Indígena deberá haber logrado el reconocimiento social al 
trabajo que desempeña; ha de contar además con condicio-
nes para incidir en el ámbito comunitario, local y regional; 
debe tener un equipo formado y especializado temáticamen-
te con liderazgos competentes y con capacidad de gestión y, 
asimismo, debe contar con un plan de trabajo que incorpore 
estrategias, visión y metas a mediano plazo (CDI, s/f).

La operación del modelo en las CAMI de 
estudio

Monterrey y Chalchihuitán (Chiapas) se encuentran en fase 
inicial, esto significa que se ha definido el equipo responsa-
ble y se ha elaborado de manera conjunta el plan de trabajo; 
si bien ambas casas se encuentran en esta fase, el proceso 
ha sido diferente para cada una. Monterrey es de reciente 
creación y se ubica en un contexto migratorio de alta disper-
sión étnica, de manera que es común que acudan mujeres 
de diferentes etnias, hablantes de lenguas indígenas distintas, 
con múltiples visiones y en diferente etapa del proceso mi-
gratorio, que pueden tener puntos de convergencia pero que 
finalmente reflejan una pluralidad de vivencias; esta diversi-
dad cultural se convierte en un reto para esta CAMI. Mientras 
tanto, en Chiapas fue instalada una casa en el año 2003, con 
la primera generación de cinco casas con las que arrancó el 

proyecto piloto, sin embargo, aun cuando ya contaba con 
una trayectoria importante, a finales de 2009 y durante 2010, 
los vínculos con la CDI se fueron debilitando hasta que la 
casa paró. En 2011 se inicia un nuevo proyecto ya acoplado 
al Modelo Participativo, con mujeres distintas a las que parti-
cipaban en la primera casa, y sólo una mujer de las fundado-
ras continúa ahora. 
 La característica principal del contexto de Chiapas 
es que se trata de comunidades donde las tradiciones tienen 
un peso muy importante, de manera que la población es más 
conservadora y celosa de sus costumbres. En contextos como 
éste resulta muy difícil tratar temas como la cuestión de los 
derechos de las mujeres o la violencia de género, porque se 
pueden consider como una acción contestataria.
 La CAMI de Matías Romero, Oaxaca, está en fase de 
consolidación, de manera que de acuerdo con las metas esta-
blecidas para esta fase, se esperaría que tuviera reconocimiento 
social y que contara con condiciones para incidir en el ámbito 
comunitario, local y regional (CDI, s/f), en otras palabras, debe 
haber logrado un desarrollo organizacional, estratégico y con 
liderazgo. En muchos sentidos esto es así, pero aún se observan 
obstáculos importantes que se deben vencer.

Estructura organizacional de las CAMI

En la estructura organizacional de las CAMI, que se represen-
ta en la figura 1, participan mujeres indígenas que desempe-
ñan distintas funciones de acuerdo con el cargo que ocupan. 
De manera general podemos decir que participan parteras 
tradicionales, así como mujeres con formación universitaria 
o con educación básica, con una trayectoria de participación 
en organizaciones locales y liderazgos reconocidos en el ám-
bito comunitario.

Fuente: Elaboración propia a partir de las entrevistas a las informantes

Coordinadora general

Área administrativa

Áreas
de especialización 

temática

Línea de fortalecimiento
(capacitación interna)

Línea de prevención
(promoción de la salud y 

derechos)

Línea de atención
a casos

Línea de incidencia
(vinculación institucional)

Orientación psicológica 
(con canalización y 

seguimiento)

Orientación jurídica
(con canalización y 

seguimiento)

Salud sexual y reproductiva
(PAP atención a partos 
y referencia de riesgos 

obstétricos)

Figura 1. Estructura organizacional de las Casas de la Mujer Indígena
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El Modelo Participativo reconoce la figura de una 
asesora que acompaña el trabajo que realizan las CAMI. Esta 
asesora es una mujer de una organización de la sociedad civil 
o independiente, no necesariamente indígena, cuyo trabajo 
organizacional se inscribe en temáticas relacionadas con mu-
jeres indígenas, sobre todo desde el marco de los derechos 
humanos. Su papel es dar seguimiento al proceso organiza-
tivo de las CAMI. Ello significa llevar a cabo, junto con las 
mujeres de las CAMI, una planeación estratégica acorde con 
su plan de trabajo, así como identificar necesidades de capa-
citación para las mujeres que participan en las CAMI. Apoya 
también el proceso de empoderamiento de las mujeres, par-
ticipa en la formación de habilidades, vigila el cumplimiento 
de las metas planteadas y procura canales de comunicación 
con las CAMI para hacer posible estas tareas. 
 Por otro lado, la tarea de concertación con las orga-
nizaciones, que desde el modelo se reconoce como línea de 
incidencia, ha involucrado diferentes actores, el acercamien-
to con cada uno ha supuesto distintos niveles de compleji-
dad; sin embargo, el papel de todos ellos resulta igualmente 
imprescindible pues desde diferentes ámbitos se contribuye 
al modelo. Mencionaron, por ejemplo, vínculos con comisio-
nes de derechos humanos, el DIF municipal, la Procuraduría 
General de Justicia, el Instituto de la Mujer del Estado, con 
presidentes municipales, ayuntamiento y redes locales. Un 
actor presente sólo en la CAMI de Matías Romero fue el bata-
llón militar, con quien han establecido un vínculo estratégico 
muy interesante que será descrito en otro apartado.
 Un actor clave en esta acción coordinada y descon-
centrada de las CAMI ha sido la Secretaría de Salud, cuya 
participación se ha definido principalmente a través de con-
venios locales con los centros de salud o, en el mejor de los 
casos, con algún hospital regional, como el caso de Chalchi-
huitán; pero el nivel de participación federal es el que algu-
nas CAMI como la de Matías Romero, en fase de consolida-
ción, han buscado de manera más intencionada y sostenida, 
llegando únicamente a un nivel directivo local. 

Los procesos 

Una de las labores difíciles para las mujeres que trabajan en 
las CAMI ha sido construir y hacer respetar los límites que 
definen sus responsabilidades y oferta de servicios, diferen-
ciándolos de los que otras instancias ofrecen. Desde la arti-
culación estratégica del modelo se esfuerzan para que otras 
instituciones que conocen su trabajo no intenten adjudicarles 
tareas que deberían ser obligación de esas instancias. Ante 
esta situación, ellas reclaman:

“Cuando van al Ministerio Público, cuando vienen las 
usuarias acá y cuando se entrevistan, se pregunta: –¿y 
quién te mando acá, o quién te canalizó? no, es que me 
dijo el Ministerio Público que yo viniera para acá. –Y 
le decimos: –Bueno, te vamos a atender acá, pero no-
sotras no queremos hacer el trabajo de ellos; –porque 

es el trabajo de ellos, lo que nosotras tenemos que ha-
cer es canalizarlo para allá, que ellos hagan su trabajo, 
no nosotras les vamos hacer su trabajo y eso es lo que 
estamos buscando, que se haga pues ese trabajo, que 
ellos se hagan responsables” (informante CAMI 2).

Un aspecto del modelo que ha contribuido al reconocimien-
to de la labor de las casas es la formalización institucional. 
En un inicio se impulsó como un proyecto piloto y de manera 
reciente se reconoce como programa y adquiere una forma-
lidad normativa, con reglas de operación específicas, lo que 
desde su percepción les confiere certeza o garantía de recur-
sos, pero al mismo tiempo le da mayor rigidez al proyecto, 
pues ahora deben apegarse a esas reglas de operación, que 
muchas veces se contraponen a sus procesos organizaciona-
les. Sin embargo, este paso supuso un esfuerzo de cabildeo 
con instituciones como la Comisión Nacional de Equidad y 
Género, y la Cámara de Diputados, y ahora reconocen el re-
sultado como un logro importante.

Estrategias relevantes

Las estrategias que desde el punto de vista de las mujeres 
entrevistadas han sido importantes por su contribución 
al fortalecimiento del Modelo Participativo se agrupan a 
continuación:

Culturales

• La flexibilidad del modelo, que permite la incorpora-
ción de su propia cosmovisión en el proceso de aten-
ción; ejemplo de ello es el uso del temazcal, práctica de 
la medicina tradicional que les sirve de puente para la 
atención de la violencia de género. 

• La afinidad cultural crea confianza en la comunidad. La 
atención que brinda la CAMI a través de la prestación 
de servicios por mujeres indígenas favorece la identifica-
ción y propicia la aceptación por parte de las usuarias. 

Difusión y atención de casos

• Las metas del modelo demandan la diversificación de 
actividades, de manera que entre las acciones importan-
tes se señalan las de difusión, a través de distintos me-
dios como la radio.

• Los grupos de autoayuda que se organizan para la aten-
ción de la violencia permiten que las mujeres se sientan 
acogidas y respaldadas dentro de su comunidad, lo que 
favorece su seguimiento. 

• La experiencia de usuarias que ya iniciaron un proceso 
en la CAMI y que comparten con otras mujeres ha con-
tribuido a la credibilidad del modelo y a su legitimación 
en las comunidades.
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Formación y empoderamiento

• La participación de las mujeres en redes locales y regio-
nales ha sido tan intensa como variada y ha fortalecido 
su acción política, que puede resaltarse como una de sus 
principales habilidades adquiridas, aunque, en palabras 
de ellas mismas, los retos siguen estando presentes.

• También resalta como un logro el hecho de que puedan 
elaborar su propia agenda de trabajo, lo que da cuenta 
de las capacidades organizacionales y personales que se 
han alcanzado.

• El posicionamiento de una agenda de trabajo cumple 
dos funciones básicas: en lo interno es una práctica que 
organiza sus estrategias y acciones en relación con los 
ejes transversales del modelo; al exterior permite visua-
lizar a las mujeres indígenas como agentes de cambio y 
como una organización social y política.

• La variedad metodológica para la implementación de las 
acciones que forman parte del Modelo Participativo es 
un indicador del ejercicio de empoderamiento, la toma 
de decisiones para alcanzar sus objetivos se basa en 
aquello que les funciona en la práctica, fusionando la 
mirada indígena con la no indígena. 

• El diseño propio de formatos ha favorecido la sistema-
tización de los procesos y procedimientos internos. La 
construcción de indicadores y un manual de procedi-
mientos han permitido realizar balances y evaluar pro-
cesos, todo ello ha fortalecido el proceso de la institucio-
nalidad del modelo.

• La perspectiva de género ha favorecido el modelo  fun-
damentalmente en dos sentidos: fortalece el proceso de 
empoderamiento de las mujeres que forman parte de la 
organización y, al vincularse directamente con la reduc-
ción de la inequidad, tiene mayor impacto en los toma-
dores de decisiones, pues desde el punto de vista de la 
política estatal este aspecto resulta prioritario.

• La capacitación recibida para la atención de la violencia 
y la salud sexual y reproductiva también ha coadyuvado 
al proceso de empoderamiento, ya que el conocimiento 
les da mayor seguridad a las mujeres y fortalece sus pro-
cesos organizativos. Al fortalecerse la mujer, se fortalece 
el modelo, en una relación recíproca.

• Las mujeres que participan en el modelo de las CAMI 
provienen de las comunidades indígenas para las cuales 
trabajan, es decir, comparten creencias, patrones cultu-
rales, relaciones de poder que tradicionalmente las ubi-
can en segundo lugar respecto a los varones, y muchas 
de ellas han sido víctimas de violencia, de discrimina-
ción, de racismo, en sus propios hogares y en su contac-
to con instituciones. Pero esta experiencia se convierte al 
mismo tiempo en su propia fortaleza, pues se enfrentan 
a formas específicas de relación que conocen muy bien 
y contra las que ahora luchan. Esto es un ejemplo del 
proceso de empoderamiento que han tenido y que se 
vuelve parte del trabajo que realizan con otras mujeres. 

• Este proceso de crecimiento lo viven tanto en el contexto 
organizacional como en el personal, las mujeres recono-
cen que en este camino van perdiendo miedos, van ad-
quiriendo habilidades distintas, algunas técnicas, como la 
toma de un Papanicolaou (Pap), y hasta de comunicación; 
por otra parte, la capacitación siempre está presente y con 
ello van fortaleciendo su propio liderazgo.

• La organización administrativa es una capacidad que las 
mujeres aprenden y en cuyo proceso cultivan una visión 
estratégica que  van ejercitando en su proceso; esto con-
tribuye a la construcción de su autogestión.

• La función de coordinación que plantea el propio Mode-
lo Participativo fortalece el liderazgo de las mujeres den-
tro de la organización y en sus comunidades, al mismo 
tiempo fomenta una visión crítica en las mujeres, la cual 
desarrollan como resultado de su participación activa en 
el modelo.

• El reconocimiento oficial y la inclusión de un pago sa-
larial por el trabajo organizativo de las asesoras ha sido 
una estrategia que, desde el punto de vista de quien lleva 
a cabo este papel, ha incentivado más su labor.

Interinstitucionales

• En distintos momentos del modelo, en el diseño, imple-
mentación, sistematización o acompañamiento, la cons-
trucción de alianzas con organizaciones de la sociedad 
civil y el intercambio de experiencias y conocimientos 
han fortalecido el modelo. 

• El perfil de la organización vinculada a cada CAMI es un 
punto clave para avanzar en la construcción del modelo; 
la alineación de la visión y misión de cada organización 
con los objetivos del modelo es un punto fundamental 
para que éste avance en sus diferentes fases. 

• El diálogo entre los actores institucionales involucrados 
ha favorecido el proceso y desarrollo del Modelo Partici-
pativo de las CAMI; el trabajo con los tomadores de de-
cisiones al interior de la CDI y otras instancias políticas 
ha sido una tarea que ha permitido definir muy bien las 
responsabilidades que le competen a cada actor en el 
marco de sus atribuciones. 

• Se ha establecido una alianza importante con la Co-
misión Legislativa de Equidad y Género, que ha hecho 
posible la etiquetación presupuestal, además de su con-
tribución a la persuasión social sobre la relevancia de 
la problemática de violencia de género en las mujeres 
indígenas. Con esta comisión se logró la aprobación del 
presupuesto, lo que se sumó también al fortalecimiento 
del modelo. 

• Involucrar a otros actores e instituciones académicas en 
la evaluación del modelo ha favorecido la documenta-
ción del proceso y la generación de evidencia del traba-
jo realizado con poblaciones indígenas, lo que se cons-
tituye en una posible referencia para la implementación 
de otros programas en estas poblaciones.
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• Las reuniones permanentes desde la coordinación cole-
giada de las CAMI han ayudado a la planeación y eva-
luación del proceso, lo cual ha permitido reforzar y dar 
seguimiento al modelo de manera oportuna. 

• La construcción de espacios de formación ha contribui-
do a la proyección nacional, regional e internacional del 
liderazgo de las mujeres indígenas, lo que constituye un 
importante resultado del modelo.

• El modelo se ha podido situar en la agenda pública y se 
ha convertido en una vertiente del Programa de Accio-
nes para la Igualdad de Género con Población Indígena 
(PAIGPI). 

• El reconocimiento del modelo de las CAMI a través de 
organismos internacionales como ONU Mujeres es una 
buena referencia para líderes indígenas, gobiernos y 
organizaciones de otros países, lo que coadyuva a su 
visibilidad.

• Convertir el modelo en parte de un programa [Programa 
de Acciones para la Igualdad de Género con Pueblos 
Indígenas] ha garantizado su continuidad, ya que cuenta 
con recursos permanentes, una normatividad y reglas de 
operación. 

Las buenas prácticas

En cuanto a lo que las informantes identificaron como buenas 
prácticas, podemos agruparlas en los siguientes apartados:

Vínculos estratégicos 

• Los foros que se organizan con otras instituciones han 
resultado ser el espacio perfecto donde las participantes 
asumen compromisos, que aseguran con la firma de un 
convenio. Invitar a los medios de comunicación a que 
asistan a estos foros es una estrategia que les asegura el 
seguimiento a los convenios, pues los compromisos se 
hacen públicos.

• El consejo consultivo que tiene una de las CAMI para el 
eje de acción de salud sexual y reproductiva ha favore-
cido su trabajo; en él participan médicos responsables 
del trabajo sobre mortalidad materna local y nacional, 
además de académicas y las propias representantes de 
las CAMI.

• El acompañamiento de las asesoras ha sido importante 
para el avance del modelo de las CAMI. El rol de la ase-
sora tiene que contribuir a la autonomía de las mujeres y 
proporcionar elementos para su fortalecimiento. El mo-
nitoreo de su trabajo es un buen ejercicio que permite 
realizar ajustes como parte del proceso de construcción 
del modelo. 

• En el mismo sentido, una buena práctica fue una reunión 
de asesoras de todas las CAMI, organizada por Kinal Ant-
zetik, GEM y GIMTRAP, de la que se derivó un manual 
que sistematiza las tareas y funciones de las asesoras. En 

este ejercicio se pudo identificar que muchas de ellas 
realizaban tareas que no les correspondían. 

• El papel que desempeña la coordinación colegiada* de 
acompañamiento y capacitación a las CAMI es clave 
porque promueve vínculos con otras organizaciones, lo 
que fomenta la construcción de redes entre las propias 
mujeres. Además aporta a la consolidación de las orga-
nizaciones de mujeres indígenas, abriendo espacios de 
formación como talleres temáticos o el caso del Diplo-
mado para el fortalecimiento del liderazgo de mujeres 
indígenas. Todo ello ha sido fundamental en la puesta en 
marcha del modelo. 

• La colaboración de una consultora externa especializada 
en trabajo institucional para establecer las reglas de ope-
ración fue una buena práctica que ayudó a identificar lo 
necesario para la transición del modelo a un programa.

Reconocimiento social y político

• Desde la óptica de las informantes, el Modelo Partici-
pativo se ha reconocido como una buena práctica de 
atención a la violencia y la salud sexual y reproductiva 
en comunidades indígenas, en foros y congresos de los 
pueblos indígenas en el ámbito internacional. Este reco-
nocimiento acerca el modelo a organismos internacio-
nales e instancias federales que pueden contribuir a su 
fortalecimiento. 

• Otra buena práctica desde el punto de vista de las muje-
res que trabajan directamente en el modelo de la CAMI, 
esto es, las que tienen a su cargo alguna responsabilidad 
dentro de las mismas, es la de talleres de sensibilización 
con las autoridades, ya que de esa manera van com-
prendiendo el papel de la mujer que vive violencia, y a 
través de ello obtienen mayor reconocimiento y apoyo; 
asimismo, los talleres dirigidos a las mujeres en las co-
munidades, porque esto aumenta el número de mujeres 
indígenas que empiezan a hacer valer sus derechos ante 
las autoridades correspondientes.

Acciones operativas

• Resaltan los convenios de colaboración como una buena 
práctica, debido a que con ellos se garantiza la continui-
dad del trabajo, independientemente de las autoridades 
en turno. Además, los convenios son el respaldo formal 
que establece los límites de sus responsabilidades, tal 
como se expresa en el siguiente testimonio:

“Aprendimos a decirles a las autoridades: –no, eso les 
corresponde a ustedes, –y a nosotras solamente nos 
corresponde vigilar que las autoridades hagan el tra-

* Esta instancia de toma de decisiones es la encargada de diseñar, poner en 
marcha y desarrollar el Modelo Participativo de las CAMI; está conformada por 
tres representantes de la CDI y dos representantes de cada una de las organiza-
ciones de la sociedad civil que acompañan a las CAMI.
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bajo que les corresponde, y siento que los convenios 
de colaboración eso está muy bien, porque eso es un 
antecedente, y el trabajo de nosotras está en el campo, 
no en la oficina” (grupo focal CAMI 1).

• La sistematización de la experiencia de las cinco CAMI 
pioneras para la construcción del Modelo Participativo 
permitió identificar rutas, procesos y etapas para la aper-
tura y continuidad de otras CAMI. 

• La interrelación de diversos actores y el respeto entre és-
tos, así como el propio enfoque del modelo, que integra 
la perspectiva de género y la mirada intercultural, y que 
atribuye a la mujer indígena responsabilidades para su 
implementación, han sido clave para dar coherencia al 
proyecto.

• Los talleres de sensibilización a la comunidad han sido 
una estrategia muy importante que ha permitido abordar 
y atender prácticas culturalmente aceptadas, como la 
violencia hacia las mujeres.

• La construcción de un espacio para las mujeres indíge-
nas, atendido y coordinado por mujeres indígenas, evi-
dencia la perspectiva intercultural de su diseño. 

• El intercambio grupal de experiencias ha sido una he-
rramienta útil para mejorar relaciones al interior del gru-
po. Este espacio ha servido para expresar pensamientos, 
frustraciones y enojos, evitando revertirlos en sus activi-
dades diarias. Es una iniciativa de las propias mujeres, 
ellas mismas son las que realizan este ejercicio colecti-
vo, al que llaman “terapia grupal”.

• La comunicación constante que mantienen las asesoras 
con las mujeres que trabajan en las CAMI, particular-
mente con las coordinadoras, por diversas vías como 
correo electrónico y teléfono, hace más eficiente su la-
bor pues les permite dar un seguimiento cercano a las 
acciones que llevan a cabo.

• El Modelo Participativo de las CAMI ha sido el marco de 
referencia para la propuesta de otros modelos que han 
surgido del trabajo e iniciativa de las mujeres que tra-
bajan en las CAMI. En este sentido, señalan como bue-
na práctica la creación de una ruta de atención propia, 
generada de las necesidades identificadas a partir de la 
propia vivencia de violencia.

• Las mujeres reconocen que es mejor trabajar por líneas 
estratégicas y no por áreas; este cambio es una propuesta 
del propio Modelo Participativo que supone un cambio 
organizacional respecto a la forma como trabajaban an-
tes; concretamente, el mapeo de actores clave ha sido 
para ellas una práctica muy útil en su quehacer de vin-
culación porque ha hecho más productiva su acción.

Liderazgo

• El “buen manejo de recursos” es una buena práctica 
dentro de las CAMI, se ha logrado con el aprendizaje de 
la rendición de cuentas y por la capacidad organizativa 
desarrollada. 

• A pesar de que el modelo reconoce la figura de una 
coordinación general, las mujeres construyen su 
liderazgo sobre la base de las relaciones horizontales 
entre las mujeres y con las organizaciones, esto 
ha permitido reivindicar los ejes transversales del 
modelo: los derechos, la perspectiva de género y la 
interculturalidad. 

• La conformación de una red de CAMI, en tanto que gru-
po que suma esfuerzos, ha sido una práctica importan-
te que fortifica la incidencia en la construcción de una 
agenda regional, nacional e internacional de las temáti-
cas que se abordan.

Estas acciones se resumen en el siguiente cuadro:

Cuadro 3. Las buenas prácticas de las CAMI

Sobre vínculos estratégicos
• Foros, consejos consultivos, reunión de asesoras 
• Papel de acompañamiento y capacitación por parte de la coordinación 

colegiada 
De reconocimiento social y político 
• El Modelo Participativo ha sido reconocido como una buena práctica de 

atención a la violencia y la salud sexual y reproductiva
De acciones operativas 
• Convenios de colaboración 
• Talleres de sensibilización 
• Comunicación CAMI-asesoras
• Mapeo de actores clave
• Trabajo por líneas estratégicas 
De liderazgo 
• Buen manejo de recursos
• Liderazgo sobre la base de las relaciones horizontales 
• Red de CAMI

Fuente: Entrevista a informantes, proyecto Evaluación del Acuerdo de Colaboración CDI-ONU 
Mujeres, 2012.
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Los retos

“El gran reto para nosotras como CAMI [es] poder colo-
car nuestra agenda en las diferentes instancias o [con] 
funcionarios tomadores de decisiones en las políticas 
públicas, porque de esa manera podemos hacernos 
escuchar; de hecho, gracias al trabajo de todas las 
CAMI, la CDI se ha ganado ese reconocimiento por la 
CEDAW [Convención para la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer] de que está 
cumpliendo con las recomendaciones internacionales. 
Falta mucho por hacer pero creo que es un logro muy 
importante […], creo que tenemos todo un camino lar-
go, y lo más importante es que las CAMI, no [debemos] 
rendirlas” (informante CAMI 4).

Los logros han sido importantes, pero también se reconocen 
retos frente a algunas barreras que han dificultado, en dife-
rente grado, el trabajo que llevan a cabo las mujeres desde las 
CAMI; algunos de los principales retos son los siguientes:

Políticos e institucionales 

• Lograr una vinculación adecuada entre lo gubernamen-
tal, lo académico y la sociedad civil. 

• Transversalizar los logros en el contexto institucional, lo 
cual sería un precedente en el diseño de nuevos progra-
mas para comunidades indígenas. 

• Fortalecer la perspectiva de género en instituciones rec-
toras como la CDI e impulsar la interculturalidad como 
un eje institucional transversal.

• Promover la conformación de equipos mixtos que for-
talezcan el modelo, donde participen representantes de 
distintas organizaciones y sectores. 

• Definir una corresponsabilidad de manera explícita y 
formal por parte del sector salud para la atención de los 
casos de violencia e integrar formalmente actores, como 
el Instituto Nacional de la Mujer, que resultarían clave 
para impulsar el modelo. 

• Promover la incorporación de competencias intercultu-
rales en los servicios de salud, para facilitar la referencia 
de casos de violencia o embarazos de alto riesgo. 

• Facilitar la vinculación de actores institucionales con 
las mujeres indígenas, venciendo barreras como el ma-
chismo y prejuicios sociales. Esta vinculación permitiría 
mejorar el trabajo de incidencia de las mujeres con las 
autoridades locales. 

• Eliminar la presencia de intereses diversos, vencer la falta 
de continuidad política, así como la cultura burocrática 
y la visión paternalista por parte de algunas institucio-
nes, con el fin de favorecer la consolidación del modelo 
y eliminar las barreras para que las mujeres indígenas 
alcancen la autonomía y autogestión.

• Fortalecer la concertación política que garantice la con-
tinuidad y renovación de convenios sin necesidad de 
reconstruirlos con cada cambio de gobierno. 

• Lograr un mayor reconocimiento al trabajo de las asesoras.
• Pasar del cuánto al porqué en la evaluación de los pro-

cesos, esto es, superar la visión cuantitativa de las insti-
tuciones y resaltar los aspectos cualitativos que conocen 
las mujeres. Ampliar la información a las autoridades 
locales y regionales sobre las funciones de las CAMI, ya 
que muchas veces piensan que la principal función es 
ser traductoras de lengua indígena, subestimando todas 
las otras acciones que llevan a cabo.

Sociales 

• Vencer barreras culturales como el machismo, en tanto 
que representación simbólica y práctica. Lograr la alfa-
betización de las mujeres que participan en las CAMI, 
sobre todo de las que prestan servicio como parteras, 
para promover su proceso formativo y organizativo.

• Desnaturalizar la violencia y sacarla del ámbito de lo 
privado para posicionarla como un problema de salud 
pública que se debe abordar desde el ámbito público, 
médico, legal, social y psicológico. 

• Dar seguimiento al trabajo de las organizaciones locales de 
manera que su vinculación con las CAMI sea en beneficio 
de éstas y no de de intereses propios, lo cual fortalecería la 
confianza y evitaría resistencias en las localidades. 

• Promover la integración de mujeres indígenas en los espa-
cios de decisión para fortalecer su proceso de autogestión.

• Vencer las tradiciones políticas que impiden hablar de 
derechos humanos o del tema de la violencia, poniendo 
en riesgo la perspectiva intercultural.

De recursos 

• Fortalecer los liderazgos y el desarrollo personal de las 
mujeres promoviendo la creación de empleos. 

• Incrementar los recursos que reciben las CAMI para ga-
rantizar la continuidad del modelo y favorecer el cum-
plimiento de convenios establecidos.

• Regularizar la entrega de los recursos para no afectar la 
planeación de la implementación de las acciones. 

Operativos

• Adecuar el perfil de las organizaciones que acompañan 
a las CAMI al que requiere el modelo; no es suficiente 
que se enfoquen al orden productivo o a las actividades 
económicas, es necesario que trabajen por la defensa de 
los derechos de las mujeres indígenas.

• Vencer las resistencias personales y organizacionales 
para abordar el tema de la violencia de género con las 
mujeres indígenas. 
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• Generar acciones para evitar la deserción de mujeres 
que participan en el modelo, permitiendo la continuidad 
del proceso y la consecución de las metas.

• Hacer más flexible el esquema formal de rendición de 
cuentas al que tiene que ajustarse el modelo, ya que el 
actual les complica la organización de sus funciones y las 
somete a veces a un ritmo administrativo que no siempre 
coincide con el del propio proceso sociocultural.

• Acortar la distancia geográfica entre la sede de la aseso-
ra y la ubicación de la CAMI y capacitar a las asesoras 
en el idioma indígena local, lo que es fundamental para 
vincularse con las CAMI.

Recomendaciones en torno a las CAMI

Las acciones de las mujeres, desde diferentes frentes, se han 
sumado a una meta, y de una u otra forma se ha contribuido 
a la construcción y posicionamiento de una agenda políti-
ca; para continuar por este camino, se hacen las siguientes 
recomendaciones:

De capacitación e investigación

• Continuar con el fortalecimiento del liderazgo de estas 
mujeres; la capacitación, el trabajo personal, la partici-
pación en redes contribuyen a ello, pero debe consti-
tuirse en una meta del propio modelo, que puede seguir 
apoyándose en otras estrategias como el Diplomado 
para fortalecer el liderazgo de mujeres indígenas. Este 
fortalecimiento debe ser homogéneo para todas las mu-
jeres que participan en el modelo, de manera que la al-
fabetización ha de garantizarse primero para que todas 
puedan tener acceso a la capacitación formal y, por otro 
lado, los requisitos de ingreso tienen que adecuarse al 
perfil de las mujeres que participan en las CAMI, que ha-
brán de recibir, al final, el mismo tipo de reconocimiento 
académico que otras participantes.

• El personal que trabaje en las CAMI, sobre todo las mu-
jeres que están al frente, debe estar capacitado en temas 
de derechos humanos, sexuales y reproductivos, y tam-
bién debe tener conocimiento de la legislación nacional 
para contribuir al fortalecimiento del modelo. La capaci-
tación debe ser una tarea constante y permanente.

• Fortalecer el conocimiento de los marcos normativos en 
relación con la violencia por parte de las mujeres que 
participan en el modelo.

• Las instituciones académicas y cuerpos colegiados que 
participan en el modelo pueden beneficiarse del enfo-
que de la investigación-acción y contribuir de forma si-
multánea al avance teórico de la ciencia y a los procesos 
de transformación social. Podrían comenzar recuperan-
do las minutas que recogen ideas, propuestas y análisis 
que comparten en sus espacios de reflexión y toma de 
decisiones, y asimismo sistematizar este contenido con 
un sentido académico, además de práctico.

Sobre interculturalidad

• Reconocer y valorar, a través del Modelo Participativo, 
prácticas de la medicina tradicional, estableciendo sus 
diferencias y contribuciones al modelo biomédico insti-
tucional. Una política de interculturalidad en salud, im-
pulsada desde el gobierno federal, debe encaminarse al 
reconocimiento de la medicina tradicional y promover 
una verdadera interlocución basada en el respeto y la 
complementariedad entre estos dos sistemas de salud.

• El sector salud es un actor que debe concurrir en el pro-
ceso de las CAMI, su participación debe partir del recono-
cimiento de las mujeres como agentes de cambio y como 
colaboradoras en las acciones de salud comunitarias.

• Un aspecto importante que el modelo debe contemplar en 
algún momento es la acción con los hombres, pues mien-
tras se empodera a las mujeres, no se trastoca el rol tradi-
cional de los hombres, y esto no favorece la equidad.

Para la operación del modelo

• La estructura organizativa de las CAMI en fase inicial 
debe ser clara y puntual, lo que ayudará a definir las 
siguientes fases. Esta fase requiere un monitoreo más 
cercano porque representa experiencias nuevas para 
las mujeres que tienen que identificarse y trabajarse de 
manera oportuna para fortalecer la organización; será la 
pauta para un desarrollo más exitoso en el futuro.

• La gestión de recursos es un área que puede fortalecerse 
todavía más en las CAMI, para que las mujeres refuercen 
sus habilidades administrativas y esto repercuta favora-
blemente en el proceso interno organizativo. 

• Deben buscarse esquemas administrativos más flexibles 
que se adecuen a los contextos rurales en los que traba-
jan las CAMI. 

• La evaluación, interna y externa, es una tarea que debe 
estar presente de manera permanente, debe verse como 
una ventana de oportunidad para la identificación y for-
talecimiento de las buenas prácticas.

• Los recursos no deben asignarse de forma anual, sino 
abarcar un periodo de varios años que permita planear 
acciones a largo plazo con mayor alcance social, lo que 
daría mayor continuidad al trabajo en las diferentes fa-
ses, facilitando el tránsito entre ellas.

• A partir de la experiencia compartida, identificamos la 
necesidad de que las mujeres que trabajan en las CAMI 
e impulsan el Modelo Participativo reciban también apo-
yo, donde ellas puedan hacer una catarsis emocional y 
expresen libremente todas las dudas, reflexiones, críticas 
que surjan de su propio proceso; hay que abrir un es-
pacio específico que les permita compartir(se), acompa-
ñarse, convivir, más allá del cumplimiento de una meta 
organizacional. 

• Rescatar las acciones exitosas como la vinculación de la 
violencia y los derechos de las mujeres a cuestiones de 
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salud como una estrategia para ir colocando estos temas 
en contextos altamente tradicionales, donde el ejercicio 
de poder está naturalizado; esto puede evitar conflictos 
culturales y comunitarios que de otra forma resultan 
difíciles de vencer. En este mismo sentido, la inclusión 
dentro de sus estrategias de incidencia, de actores clave 
como los militares en el caso de Matías Romero, ha sido 
fundamental, pues desde dentro han empezado a atacar 
el problema.

• Continuar con la socialización del modelo, que ha sido 
una estrategia importante para delimitar los fines y alcan-
ces de las CAMI frente a otras instancias vinculadas a la 
atención de la violencia y la salud sexual y reproductiva.

Políticas e institucionales 

• En tanto que órgano rector de la política pública en ma-
teria de salud nacional, la Secretaría de Salud debería 
tener un rol central definido desde el ámbito federal, que 
sea articulador, permanente y formal respecto a la ac-
ción de las CAMI.

• Incrementar la asignación presupuestaria al modelo de 
las Casas de la Mujer Indígena (CAMI) desde la Secreta-
ría de Hacienda, a fin de poder hacer frente a situacio-
nes concretas como el desempleo, que afecta de manera 
importante a las mujeres indígenas, y al mismo tiempo 
garantizar el cumplimiento de todas las acciones del Mo-
delo Participativo de Atención a la Violencia y la Salud 
Reproductiva en Zonas Indígenas, así como todas las con-
templadas a través de los convenios de colaboración que 
se firman con otras instancias, como ONU Mujeres. 

• Deben fortalecerse los vínculos institucionales con la 
Secretaría de Salud, en especial con el Centro Nacio-
nal de Equidad de Género y Salud Reproductiva y con 
el Instituto Nacional de las Mujeres. La articulación de 
esfuerzos permitiría responder mejor a las problemáticas 
y optimizar las acciones.

• Es importante que las organizaciones civiles involucra-
das cumplan con el perfil que se necesita para el acom-
pañamiento y asesoría.

• Se debe trabajar más para impulsar la transversalización 
de la perspectiva de género al interior de las institucio-
nes, priorizando las que están directamente vinculadas 
con el Modelo Participativo. 

• Fortalecer la relación entre ONU Mujeres, CDI, el Go-
bierno, la academia y la sociedad civil para crecer en la 
gobernanza. Esta alianza puede contribuir a la garantía 
de los derechos de las mujeres indígenas y puede darles 
sostenibilidad a los procesos que se van construyendo. 
La academia hace posible la socialización del conoci-

miento para convertirlo en un bien público, y las orga-
nizaciones civiles pueden impulsar el trabajo de promo-
ción de los derechos en el ámbito comunitario, mientras 
que las instancias gubernamentales pueden hacer todo 
el trabajo legislativo que se necesita para la construcción 
de una política pública. 

• Las instituciones académicas y gubernamentales deben 
transitar de la tutela a las relaciones horizontales en su 
vinculación con las mujeres indígenas y sus organiza-
ciones para contribuir a la autonomía de éstas, como 
expresión del reconocimiento de sus derechos.

• Buscar e implementar mecanismos que promuevan la 
autonomía del modelo, entendida como la independen-
cia financiera.

• Fomentar la firma de convenios formales de colabora-
ción interinstitucional como estrategia fundamental para 
posicionar este modelo dentro de la agenda para la cons-
trucción de una política pública. Deberían priorizarse 
las acciones que contribuyan a ampliar los convenios 
establecidos.

• Mientras este proceso está en marcha, la expedición de 
credenciales oficiales, avaladas por la Comisión Nacio-
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), 
puede representar el respaldo que las mujeres necesitan 
en la fase de concertación, que es muy importante.

• Reconociendo que la protección de la salud es un dere-
cho de todas las personas y que el papel del Estado es 
el de regular este derecho, en el contexto federal debe 
formalizarse la participación de este modelo en la Se-
cretaría de Salud. El Modelo Participativo de Atención 
a la Violencia y la Salud Reproductiva en Zonas Indíge-
nas constituye una iniciativa que se alinea totalmente a 
los objetivos y estrategias de la secretaría en materia de 
política pública, y se suma a los esfuerzos del sistema 
nacional para dar cumplimiento al derecho a la salud, de 
modo que, al igual que otros programas, debería recibir 
recursos federales a través de la Secretaría de Salud para 
impulsar las acciones que coadyuvan al sector, sin que 
ello represente pérdida de su autonomía, que es parte de 
los logros alcanzados.

• El modelo se ha trabajado de forma importante en un 
rango local y en ocasiones, sobre todo a través del traba-
jo colaborativo reticular, se ha podido pasar a un rango 
regional. Es recomendable reforzar las buenas prácticas, 
cubrir las necesidades de capacitación y seguir impul-
sando la formación de liderazgos, a fin de poder dar el 
salto pendiente hacia el ámbito nacional. El reconoci-
miento de este modelo dentro de un esquema formal, 
como lo es el Sistema Nacional de Salud, puede contri-
buir a ello.
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Las actividades que se desarrollaron en el marco del convenio de 
ONU Mujeres con la CDI para construir políticas públicas para 

los pueblos indígenas, con perspectiva de género, han sido exitosas 
en el logro del fortalecimiento del liderazgo y la organización de las 
mujeres indígenas. Representan un aporte del país al cumplimiento 
de los acuerdos y políticas internacionales, no sólo en relación con 
los derechos de la mujer, sino de los pueblos indígenas.
 Los logros aquí mencionados desde la Alianza, el diplo-
mado y las CAMI, son una muestra de las estrategias relevantes que 
se han ido construyendo en diferentes espacios, para avanzar en la 
construcción de una política pública con perspectiva de género e 
interculturalidad dirigida a mujeres indígenas. 
 También son muchos los retos que se plantean para ven-
cer algunos obstáculos reconocidos por las propias mujeres que 
han participado en este proceso, a título individual o a través de 
sus organizaciones.
 La articulación de esfuerzos es un imperativo que debe 
tomarse en cuenta para que el resultado en cualquier dirección sea 
una sumatoria, evitando la competencia tan innecesaria como poco 
deseable. Esta articulación debe darse tanto en el contexto de las ba-

Consideraciones finales
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ses, como en el de las instituciones, pues la participación de ambos 
actores constituye la esencia de la noción de gobernanza.
 Para dar continuidad a estos esfuerzos, es necesario man-
tener el apoyo coordinado entre ONU Mujeres y la Alianza de Mu-
jeres Indígenas de México y Centroamérica para dar sustentabilidad 
a sus proyectos. 
 Igualmente importante es el trabajo conjunto con instan-
cias nacionales que trabajan por el empoderamiento de los pueblos 
indígenas, tanto en el ámbito académico como en el de servicios.
 La Alianza, el diplomado y las CAMI son iniciativas que 
fortalecen el liderazgo de las mujeres indígenas para su participación 
calificada en las decisiones de la vida social y política de sus comu-
nidades, por ello es fundamental que se garantice su participación en 
las diferentes instancias de toma de decisiones vinculadas con estas 
estrategias y no sólo en el plano operativo de las mismas. 
 Paralelamente, el desarrollo de estrategias orientadas a 
fortalecer las capacidades personales (autoestima, manejo de estrés, 
etc.) de las mujeres indígenas, además de las técnicas, es necesario y 
deseable para fortificar la atención de la violencia en las comunida-
des indígenas.
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